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Iniciativas

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 63 Y 64 DE LA LEY FEDE-
RAL DEL TRABAJO, A CARGO DEL DIPUTADO HUGO RA-
FAEL RUIZ LUSTRE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

El que suscribe, diputado Hugo Rafael Ruiz Lustre, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena de la Cá-
mara de Diputados de la LXIV Legislatura, del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los
artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta soberanía, la presenta iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 63 y 64, y se adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 63, de la Ley Federal del Trabajo, conforme a la
siguiente

Exposición de Motivos

El derecho laboral en México tiene la finalidad de pro-
teger a los trabajadores. Diversos movimientos han
impulsado las y los trabajadores mexicanos con el pro-
pósito de manifestar su disgusto con las condiciones
laborales a las que eran sometidos en épocas pasadas y
exigir que estas cambiaran, a través de huelgas como
la de Cananea y Río Blanco. Entre las condiciones que
reclamaban se encontraban: las jornadas exhaustivas,
las condiciones insalubres, salarios bajos, y la falta de
respeto hacia su dignidad.

Sin embargo, sería hasta la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos de 1917, cuando se elevó
a nivel constitucional el derecho al trabajo, incluido a
través del artículo 123, en este se enumeran las condi-
ciones mínimas en las que todo trabajador desempeña-
ra sus labores, como lo son: una jornada máxima de 8
horas, salario justo, pago por jornadas extraordinarias,
tiempo para descansar, entre otras.

En este sentido las jornadas ordinarias y los descansos
durante la jornada laboral, si bien tiene mención ex-
presa en la Carta Magna, en la actualidad no se les res-
peta de manera íntegra, ya que a través de diferentes
estrategias se ha buscado evadir el espíritu del legisla-
dor, que al integrar estos principios en la Ley Suprema

buscaba establecer un equilibro en la vida del trabaja-
dor, particionando, de manera genérica, en 3 rubros su
día a día, uno dedicado al descanso, otro al trabajo y
un último para el esparcimiento y la familia, de esta
manera se propiciaba un sano desarrollo del trabaja-
dor, se fortalecían los lazos familiares, sociales, comu-
nitarios y se brindaba tiempo suficiente para que el tra-
bajador restableciera sus fuerzas.

Es importante destacar que, al establecer límites en los
tiempos en que el trabajador se encuentra sujeto a una
subordinación laboral y, al mismo tiempo, se le pro-
porciona un tiempo para esparcimiento, alimentación
y/o reposo, se garantiza que las personas cuenten con
un periodo para consuman alimentos que les permitan
reponer las energías usadas durante su jornada o para
poder relajarse y liberar el estrés acumulado en la jor-
nada.

Como lo señala la fracción I del Apartado A del artí-
culo 123 de nuestra ley suprema1, la jornada máxima
de trabajo será de 8 horas, en tanto que dicha jornada
se clasifica en tres tipos: diurna, vespertina y mixta.
En cada una de estas, la duración es distinta, en el pri-
mer caso se trata de 8 horas, en el segundo 7 y, para el
tercer caso, se contempla una duración de 7 horas y
media, conforme lo especifica el artículo 61 de la Ley
Federal del Trabajo (LFT).2 En todos estos tipos de
jornada, la ley estipula que el trabajador tendrá al me-
nos un descanso de media hora, siempre y cuando se
encuentre en el supuesto de una jornada continua, lo
anterior con base en el artículo 63 del mismo ordena-
miento.3

No obstante, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha establecido, mediante jurisprudencia, que existe
una jornada que no se encuentra contemplada dentro
de la ley o la Constitución, esta es conocida como jor-
nada descontinua.

Jornada discontinua. Concepto y diferencia con
la continua. La Segunda Sala de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J.
84/2007, publicada en el Tomo XXV, mayo de
2007, página 851, Novena Época, del Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro:
Descanso de media hora en jornada continua.
Debe ser computado dentro de ésta para que el
ofrecimiento de trabajo que se haga con el máxi-
mo legal sea calificado de buena fe. determinó que
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la media hora de descanso prevista en el artículo 63
de la Ley Federal del Trabajo para la jornada conti-
nua, forma parte de la jornada laboral, porque es
una prerrogativa mínima reconocida al obrero; por
tanto, debe computarse dentro de la misma y remu-
nerarse como parte del salario ordinario, indepen-
dientemente de que se disfrute dentro o fuera del
centro de trabajo. Sin embargo, nuestro máximo tri-
bunal de la República no ha definido el tiempo que
debe estimarse como una verdadera interrupción de
la jornada para considerarla discontinua y, puesto
que ahora seguirá siendo continua, no obstante que
en el periodo de ocho horas se interrumpa con me-
dia hora para descansar fuera de la empresa, es ne-
cesario precisar tal lapso. El criterio al que debe
atenderse para tal efecto es el de la mayor o menor
temporalidad que se le confiera al trabajador para
ausentarse de la fuente de trabajo y que interrumpe
la jornada. Empero, el solo dato de que ese lapso
supere en cualquier medida la media hora no debe
llevar a la consideración de que sea una jornada dis-
continua, pues bastaría que, por ejemplo, se otorga-
ra al trabajador un descanso de 31 minutos y que se
le permitiese retirarse de la fuente de trabajo, para
que esa jornada se considerase no continua y, por
ende, dicho lapso en su totalidad ya no fuere com-
putado dentro de la jornada laboral; luego, el patrón
lograría obtener 30 minutos más de labor efectiva
del trabajador a cambio de haberle otorgado un mi-
nuto más de descanso, con lo cual se burlaría el cri-
terio jurisprudencial referido. Por tanto, la jornada
continua es aquella en la que el descanso inter-
medio se puede disfrutar fuera del centro de tra-
bajo y aun excediéndose de la citada media hora,
no supere los 60 minutos, y discontinua la que re-
base una hora durante la cual el trabajador pue-
da retirarse de la empresa.4

Esta jornada se configura cuando, en el supuesto de
una jornada continua, los trabajadores, que normal-
mente disponen de hasta una hora para distraerse y/o
consumir alimentos, gocen de un tiempo mayor para
dicha ingesta o distracción otorgado por el patrón, da-
do que la interrupción de la jornada es más amplia. Es
así, que, de manera artera, la jornada descontinua vio-
lenta los derechos humanos de los trabajadores, ya
que, a través de vacíos legales, el patrón busca que sus
trabajadores cubran un horario de mayor extensión
que el permitido por la Constitución, arguyendo que
las 2 o 3 horas de comida que se les brindan a los tra-

bajadores son en su beneficio, creyendo que de esta
manera aumentará la eficiencia y productividad de la
plantilla laboral, la realidad es distinta.

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económicos, en 2019 se publicó un indi-
cador con el promedio anual de horas reales trabajadas
en diversos países5, entre ellos, México, el cual es aquel
donde mayor cantidad de horas al año laboran las per-
sonas registrando un total de 2 mil 246 horas anuales, en
comparación, Estados Unidos labora mil 786 horas
anuales, una diferencia de más de 500 horas por año, es-
te dato si bien puede intentar contra argumentarse con la
razón de una mayor productividad por parte de México,
la realidad no corresponde con dicha situación, en 2018,
el incremento del producto interno bruto en México fue
de 2 por ciento mientras que el de Estados Unidos lo su-
pero en casi un punto porcentual, al fijarse en 2.9 por
ciento, de acuerdo con datos del Banco Mundial6.

La productividad, según la Organización Internacional
del Trabajo, disminuye hasta en 30 por ciento cuando
no existe una alimentación adecuada o suficiente por
parte de los trabajadores, por ende, crece el riesgo de
padecer enfermedades como anemia, diabetes, obesi-
dad, depresión, disminución en el rendimiento intelec-
tual, físico y anímico, entre otras, mismas que ocasio-
naran a posteriori, ausentismo laboral.

Esto sucede porque los trabajadores no tienen tiempo,
un lugar, o bien, recursos económicos para consumir
alimentos durante su jornada laboral, esto trae como
consecuencia el deterioro de su propia salud y afecta-
ciones negativas a la productividad dentro del centro
de trabajo.

Según estudios aportados por los nutricionistas, las ca-
lorías que necesita una persona para desarrollar sus la-
bores diarias son distintas, pues quién realiza un traba-
jo de oficina requiere al menos 1,8 calorías por
minuto, en comparación con una persona que se dedi-
ca a la construcción o al cultivo, quiénes aproximada-
mente gastan de 5 a 10 calorías por minuto. Lo que
quiere decir que entre mayor esfuerzo físico, más se
necesitará de una correcta alimentación.7

No obstante, las consecuencias de que un trabajador no
disponga de unos minutos de relajación y/o para ali-
mentarse, provoca diversos problemas como la pérdida
de competitividad de la empresa a causa de la disminu-
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ción de la productividad del personal, la cual suele te-
ner su origen por una menor capacidad de aprendizaje
y atención en la capacitación y actividades laborales
que ejercen los trabajadores, sin embargo, contar con
un tiempo demasiado prolongado para la ingesta de ali-
mento deriva en una pérdida de horas hábiles no solo
para el patrón sino para el mismo trabajador, que en la
mayoría de los casos aprovecha este hora de comida
extendida para realizar alguna otra actividad, buscando
hacer más eficiente sus tiempos y aprovechar un tiem-
po que per se, se considera perdido.

Este punto podría justificar una hora de comida am-
pliada, no obstante, este tiempo, en la mayoría de los
casos, es insuficiente para realizar las actividades nor-
males de un trabajador, ya que factores como el tráfi-
co, la afluencia de personas a distintos establecimien-
tos/servicios, consumen tiempo para realizar dichas
actividades, claro ejemplo de ello, es acudir a realizar
algún trámite bancario, lo cual, sumado los tiempos de
traslado, fila de espera, propiamente atención y retor-
no al centro laboral, pueden, para el caso de la Ciudad
de México, conllevar un promedio mínimo de una ho-
ra y media o dos, lo cual evidentemente elimina el pro-
ceso de ingerir alimentos o tomar un breve descanso
de sus actividades.

Empero, esto también se deriva de jornadas extraordi-
narias de trabajo, en las cuales, los trabajadores cubren
un horario real de 10 horas, gozan de un tiempo de
descanso ampliado, lo que termina incrementando gra-
dualmente la fatiga y, cansancio, que a su vez se pue-
de derivar en accidentes de trabajo y/o enfermedades.
Cabe destacar que el artículo 66 de la LFT aclara que
las horas extraordinarias de trabajo no pueden exceder
las tres horas diarias ni tres veces a la semana.8

La presente iniciativa tiene por objeto otorgar un des-
canso mínimo de 30 minutos y máximo de 60 minutos
a todos los trabajadores para dedicarlo a ingerir ali-
mentos y, a su vez, relajarse por unos instantes de la
carga laboral a la que son sometidos diariamente. En el
entendido de que las mejores prácticas laborales seña-
lan que las personas deben contar con tres periodos es-
pecíficos al día para mantener un estilo de vida sano,
contabilizando cada uno en 8 horas: trabajo, esparci-
miento y descanso, lo cual da un total de 24 horas.

El primero de estos tiempos se refiere al tiempo dedi-
cado al trabajo. Para realizar una actividad productiva

que permite el pleno desarrollo de la persona, el se-
gundo momento, es aquel dedica al esparcimiento, es-
te contempla los periodos para alimentarse y se priori-
za la realización de actividades relajantes que
practique el trabajador, se incluye en este segundo pe-
riodo el tiempo de convivencia con otras personas, es-
pecialmente la familia y, el tercer tiempo, se refiere al
descanso, es decir, el trabajador debe poder descansar
un promedio mínimo de 7 horas diarias, necesarias pa-
ra la salud de la persona.

Además de los beneficios antes mencionados, también
permitiría que los trabajadores pueden dejar el centro
del trabajo en un horario diurno que les permita dedi-
car con mayor ahínco tiempo de calidad a su familia y
seres queridos, fortaleciendo sus relaciones afectivas y
mejorando su entorno social. Asimismo, solo en caso
de que el trabajador cumpla con una jornada extraor-
dinaria de trabajo, este podrá disponer un total 90 mi-
nutos de descanso para compensar la energía y el tiem-
po adicional dedicado al centro de trabajo.

En virtud de lo expuesto, pongo a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto el que se reforman los artículos 63 y 64 de
la Ley Federal del Trabajo, en materia de jornada
laboral

Artículo Primero. Se reforma los artículos 63 y 64 de
la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 63. Durante la jornada de trabajo se concede-
rá al trabajador un descanso mínimo de 30 minutos y
máximo de 60 minutos. 

En caso de una jornada de trabajo extraordinaria,
se le otorgará al trabajador, un descanso adicional
de 30 minutos.

Artículo 64. Cuando el trabajador no pueda salir del lu-
gar donde presta sus servicios durante la hora de repo-
so o de comida, el tiempo correspondiente le será com-
putado como tiempo efectivo de la jornada de trabajo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Segundo. Los patrones tendrán un plazo de 90 días pa-
ra informar a sus empleados sobre los ajustes que ten-
drán los horarios de labores para dar cumplimiento al
presente decreto, de igual manera deberán impulsar
campañas para socializar y difundir el presente decre-
to.
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Palacio de San Lázaro a 26 de noviembre del 2019.

Diputado Hugo Rafael Ruiz Lustre (rúbrica)

DE DECRETO, POR EL QUE SE DECLARA EL 11 DE ENERO

COMO DÍA NACIONAL DE LA LUCHA CONTRA LA DIABE-
TES MELLITUS TIPO 1, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ÉC-
TOR JAIME RAMÍREZ BARBA E INTEGRANTES DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN

El que suscribe, Éctor Jaime Ramírez Barba, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto, por el que se declara
el 11 de enero como Día Nacional de la Lucha contra
la Diabetes Mellitus Tipo 1, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La diabetes mellitus tipo 1 (DM1), también conocida
como insulinodependiente, juvenil o de inicio en la in-

fancia, se caracteriza por una producción deficiente o
por la ausencia en la síntesis de insulina.

La DM1 requiere la administración diaria de insulina,
pues esta hormona resulta vital porque regula la pre-
sencia de azúcar en la sangre, y quienes padecen este
tipo de diabetes necesitan el suministro de insulina de
por vida debido a que se trata de un padecimiento ge-
nético que no se puede prevenir, sino solamente tratar.
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Con el paso del tiempo, la DM1 puede ocasionar da-
ños en corazón, vasos sanguíneos, ojos, riñones y ner-
vios, así como causar problemas crónicos que llevan a
una muerte prematura a la población infantil y juvenil,
que padece este tipo de diabetes.

Según la Organización Mundial de la Salud, se desco-
noce la causa de la DM1, siendo posiblemente una
mezcla de factores genéticos y ambientales que no ha
sido posible prevenir con el conocimiento actual. Sín-
tomas como excreción excesiva de orina (poliuria),
sed excesiva (polidipsia), hambre constante (polifa-
gia), pérdida de peso, trastornos visuales, cansancio,
pueden aparecer de forma súbita y sin previo aviso.

En un estado avanzado, la DM1 puede manifestarse
por signos y síntomas graves, como estado de coma o
cetoacidosis y existe un riesgo elevado de padecer
complicaciones micro y macrovasculares.

En general hay tres tipos predominantes de diabetes:
tipo 1, tipo 2 y gestacional. La más conocida y la cual
ha recibido la mayor atención, por ser también la más
común, es la tipo 2, y a diferencia de ésta, en la DM1
no hay autorregulación de los niveles de glucosa, lo
que obliga a manejar de manera externa dichos nive-
les, para evitar complicaciones graves que ponen en
riesgo constante la vida de quienes la padecen.

La constante observación y acciones para evitar com-
plicaciones propias de la DM1 e incluso la muerte, son
la diferencia principal entre quienes padecen DM1 y
DM2, pues estas últimas pueden autorregular de ma-
nera parcial la función insulínica, lo que representa un
riesgo menor de tener algún tipo de complicación agu-
da.

Es importante que los pacientes con DM1 y su red de
apoyo cuenten con la capacitación adecuada para opti-
mizar los insumos médicos de los que se allegan. Esto
implica para los pacientes y para sus familias una in-
versión de recursos en educación, varias veces fuera
de los sistemas de salud públicos, ante la necesidad de
un seguimiento pronto y constante a lo largo de las di-
ferentes etapas de su vida.

Desafortunadamente, muchos pacientes hoy reciben
un diagnóstico y tratamiento equivocados porque no
para todos los profesionales de la salud es clara la di-
ferencia entre la DM1 y la DM2 y, peor aún, muchos

desconocen los síntomas de la DM1, confundiéndola
con otros padecimientos. Esto se debe en gran parte al
desconocimiento y poca visibilidad que se tiene de la
DM1 tanto a nivel médico como social y de política en
salud pública.

Por motivos como los anteriores resulta indispensable
diferenciar claramente la DM1 de otros tipos de dia-
betes y entender que no es una condición que pueda
prevenirse, por lo que debe ser tratada de una manera
diferenciada, no solo en el ámbito médico sino tam-
bién en el regulatorio.

Como antecedente al trabajo legislativo en este tema,
me permito mencionar un punto de acuerdo presenta-
do por un servidor para exhortar a la Secretaría de Sa-
lud del gobierno federal a hacer una revisión exhausti-
va de la NOM-015-SSA2-2010, “para la prevención,
el tratamiento y el control de la diabetes mellitus”, a
efecto de que se abarquen los aspectos de diferencia-
ción en la identificación y determinación del trata-
miento para la DM1. Dicho punto de acuerdo fue apro-
bado por la Comisión Permanente el pasado 21 de
agosto.

Con fecha 28 de agosto, un servidor y la senadora Ale-
jandra Reynoso Rodríguez presentamos una iniciativa
que adiciona la Ley General de Salud para que

• Se emita una norma oficial mexicana específica
para la DM1.

• Haya un presupuesto específico para la DM1.

• Se cree un programa específico y prioritario y una
comisión especial que dé seguimiento a dicho pro-
grama y lo evalúe.

• Se incorpore la DM1 al programa de acción espe-
cífico del Sistema Nacional de Vigilancia Epide-
miológica y a la Encuesta Nacional de Salud y Nu-
trición.

• Se asegure el cumplimiento de los derechos de las
niñas, niños y adolescentes.

• Se asegure el acceso a los mejores tratamientos en
el ejercicio de la protección al derecho de acceso a
la salud y acceso a la tecnología para ese padeci-
miento.
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• La atención materno-infantil comprenda la detec-
ción, diagnóstico, tratamiento y control de la DM1.

Esta iniciativa se encuentra pendiente en la Comisión
de Salud de la Cámara de Diputados.

A fin de impulsar el trabajo legislativo en materia de
DM1, el 22 de octubre de 2019 se llevó a cabo en la
Cámara de Diputados el foro Diabetes tipo 1 en Méxi-

co. Ningún niño debe morir por diabetes tipo 1, con la
participación de médicos, pacientes, familiares de pa-
cientes y organizaciones de la sociedad civil. De ahí
surgió la propuesta materia de esta iniciativa.

Finalmente, el 24 de octubre la senadora Reynoso y un
servidor presentamos un punto de acuerdo para que se
incluyan en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción de 2020 recursos específicos y diferenciados pa-
ra la detección, la atención y el tratamiento de la DM1.

11 de enero, Día Nacional de la Lucha contra la
Diabetes Mellitus Tipo 1

La insulina fue descubierta en 1921 por Frederick
Grant Banting, como consecuencia de una serie de ex-
perimentos realizados con el profesor de la Universi-
dad de Toronto John J. R. MacLeod.

El 11 de enero de 1922, Leonard Thompson, de 14
años y paciente con diabetes, fue la primera persona
que recibió una inyección de insulina con éxito, sien-
do un hecho de gran relevancia que ocupó la atención
del gremio médico y del mundo entero. En 1923, Ma-
cLeod y Banting recibieron el Premio Nobel de Medi-
cina.

Lo anterior demuestra la importancia de otorgarle la
visibilidad y atención debidas a la DM1, padecimien-
to que afecta principalmente a niñas, niños y adoles-
centes, afectando su entorno familiar, educativo, so-
cial, y generando un gasto que bien puede considerarse
catastrófico para su atención y tratamiento.

El reconocimiento de la diferenciación y atención es-
pecífica en el tratamiento de la DM1 busca subsanar la
deuda que el Estado mexicano ha tenido por décadas
con esta población de pacientes, pue si bien el derecho
a la salud y a la protección a la salud están reconoci-
dos a nivel constitucional y en tratados internacionales
en materia de derechos humanos de los cuales México

es Estado parte, esos derechos no han sido plenamen-
te garantizados, viéndose obstaculizado su ejercicio.

Es necesario hacer saber y recordar a la población en
general que la DM1 es un padecimiento que, si bien a
diferencia de la DM2 no es común, está presente en el
país y es necesario atender con especial atención a
quienes la padecen, ya que en su mayoría se trata de
niños y adolescentes.

Por ello, la presente iniciativa propone que el 11 de
enero sea considerado Día Nacional de la Lucha con-
tra la Diabetes Mellitus Tipo 1.

Por lo expuesto me permito presentar ante esta sobe-
ranía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se declara el 11 de enero como
Día Nacional de la Lucha contra la Diabetes Melli-
tus Tipo 1

Único. El Congreso de la Unión declara el 11 de ene-
ro como Día Nacional de la Lucha contra la Diabetes
Mellitus Tipo 1.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 26 de noviembre de 2019.

Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 4 Y 20 DE LA LEY GENE-
RAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE

VIOLENCIA, A CARGO DE LA DIPUTADA ANA LAURA BER-
NAL CAMARENA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, diputada federal Ana Laura Bernal
Camarena, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo de la LXIV Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; los artículos 3, numeral 1, fracción
IX; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta soberanía, la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan los artículos 4o. y
20 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia, con base en el planteamiento
del problema, fundamentos legales y los siguientes ar-
gumentos:

Planteamiento del problema

Todos conocemos los problemas de misoginia que pre-
valecen en nuestra sociedad mexicana, entendido co-
mo un problema cultural, histórico, que en silencio y
casi imperceptiblemente daña la relación de parejas,
familias, en el ámbito laboral, en todos los sentidos.

Queda de lado si existe un delito, si es violación, aco-
so o abuso, a las mujeres siempre se les culpa de su
propia fatalidad. Las justificaciones sobran, por estar
solas, por la ropa que llevan, por salir de noche, por
viajar sola, por tomar, por divertirse. Dicha violencia
es generada por muchos autores, generalmente hom-
bres.

En la psique se mantiene la sobrevaloración del hom-
bre, como el ente poderoso, único, que toma decisio-
nes, que conoce y dirige; es en ese orden de ideas que
se sub valora la mujer.

Es así que el sexismo se constituye como base sólida
de actuación y forma de pensar en México. Lo que
permite misoginia, violencia contra las mujeres y que
se manifiesta en diferentes formas como la familiar, de
sociedad, económica, institucional, en el trabajo, todas
conceptualizadas en la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que tuvo su úl-
tima reforma publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración, el 13 de abril del 2018.

La tolerancia y normalización de la violencia contra la
mujer conlleva la comisión de tipos penales, incluido
el feminicidio. No podemos continuar en esa ruta; las
leyes y las políticas públicas están en funcionamiento.

Recientemente para cerrar la brecha de desigualdad se
realizó la reforma constitucional en materia de paridad
de género. Todo ello es insuficiente si las personas no
hacen suyo el problema.

En incontables ocasiones, quien debe garantizar la se-
guridad, un trámite administrativo, impartir justicia o
cualquier acción de autoridad, no sólo desatiende a
una mujer por el simple hecho de ser de dicho género,
sino que re victimiza.

Conforme a la Encuesta Nacional de Victimización y
Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe) 2019,
que realiza el Inegi, se constata que en la incidencia
delictiva, específicamente en los delitos sexuales las
mujeres se ven más vulneradas al contabilizarse 11 de-
litos sexuales cometidos a mujeres por cada delito se-
xual cometido a hombres, que nos arroja un total de 2
mil 747 delitos sexuales cometidos contra mujeres y
293 contra hombres.

En la misma encuesta se señala que las pérdidas mo-
netarias por victimización, así como los gastos, resul-
tado de daños en la salud, ascendieron a 184.3 millo-
nes de pesos; sintiéndose siempre más inseguras las
mujeres que los hombres en espacios públicos o priva-
dos.

También señala que el 68.4 por ciento de las mujeres
encuestadas considera a los jueces corruptos, al 67.9
por ciento a la policía preventiva, al 65.5 por ciento al
Ministerio Público, entre otras autoridades.

Las organizaciones no gubernamentales señalan inefi-
ciencia del Estado, respecto a la implementación de
procesos judiciales que garanticen el acceso a la justi-
cia de manera pronta y expedita para las mujeres víc-
timas de violencia, lo que termina re victimizándolas.

Hace falta que se procure, administre e imparta justi-
cia con perspectiva de género, dejar de vulnerar los de-
rechos humanos de las mujeres y atender las disposi-
ciones legales en materia de igualdad y paridad de
género.
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Diariamente tenemos casos de victimización, de agre-
siones por parte de la autoridad contra las mujeres, que
se pueden analizar en carpetas de investigación, expe-
dientes de juicios de diversa índole, no sólo en mate-
ria penal.

El académico Leonardo Olivos, del Programa de In-
vestigación Feminista de la UNAM, indicó que la vio-
lencia es un continuo social que no solamente se redu-
ce al crimen de mujeres o la violencia física, sino que
está también perpetrada por toda una serie de valores,
normas, prácticas sociales que se construyen en lo co-
tidiano y que forman parte de la cultura dominante de
nuestra sociedad.1

El tema toral donde debe iniciar el cambio de con-
ciencia, es la educación y nivel de responsabilidad que
deben tener las autoridades de los tres poderes y nive-
les de gobierno del Estado mexicano. 

Ante ello, queda la siguiente pregunta ¿Cómo debe
iniciar el cambio ideológico y cultural, para eliminar la
misoginia y el machismo del pensamiento y actuar del
colectivo social?

Fundamentos Legales

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos huma-
nos reconocidos en esta Constitución y en los trata-
dos internacionales de los que el Estado mexicano
sea parte, así como de las garantías para su protec-
ción, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspen-
derse, salvo en los casos y bajo las condiciones que
esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se in-
terpretarán de conformidad con esta Constitución y
con los tratados internacionales de la materia favo-
reciendo en todo tiempo a las personas la protec-
ción más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus com-
petencias, tienen la obligación de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos, de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y

progresividad. En consecuencia, el Estado deberá
prevenir, investigar, sancionar y reparar las viola-
ciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos
Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren
al territorio nacional alcanzaran, por este solo he-
cho, su libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada
por origen étnico o nacional, el género, la edad, las
discapacidades, la condición social, las condiciones
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente
contra la dignidad humana y tenga por objeto anu-
lar o menoscabar los derechos y libertades de las
personas. 

Artículo 4o. La mujer y el hombre son iguales
ante la ley. Ésta protegerá la organización y el des-
arrollo de la familia. 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto esta-
blecer la coordinación entre la federación, las enti-
dades federativas, el Distrito Federal y los munici-
pios para prevenir, sancionar y erradicar la
violencia contra las mujeres, así como los princi-
pios y modalidades para garantizar su acceso a una
vida libre de violencia que favorezca su desarrollo
y bienestar conforme a los principios de igualdad y
de no discriminación, así como para garantizar la
democracia, el desarrollo integral y sustentable que
fortalezca la soberanía y el régimen democrático es-
tablecidos en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

Las disposiciones de esta ley son de orden público,
interés social y de observancia general en la Repú-
blica Mexicana. 

Artículo 3. Todas las medidas que se deriven de la
presente ley garantizarán la prevención, la atención,
la sanción y la erradicación de todos los tipos de
violencia contra las mujeres durante su ciclo de vi-
da y para promover su desarrollo integral y su ple-
na participación en todas las esferas de la vida. 
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Artículo 4. Los principios rectores para el acceso
de todas las mujeres a una vida libre de violencia
que deberán ser observados en la elaboración y ejecu-
ción de las políticas públicas federales y locales son: 

I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

III. La no discriminación, y 

IV. La libertad de las mujeres. 

Capítulo IV
De la violencia institucional

Artículo 18. Violencia institucional: Son los actos u
omisiones de las y los servidores públicos de cual-
quier orden de gobierno que discriminen o tengan
como fin dilatar, obstaculizar o impedir el goce y
ejercicio de los derechos humanos de las mujeres
así como su acceso al disfrute de políticas públicas
destinadas a prevenir, atender, investigar, sancio-
nar y erradicar los diferentes tipos de violencia. 

Artículo 19. Los tres órdenes de gobierno, a tra-
vés de los cuales se manifiesta el ejercicio del po-
der público, tienen la obligación de organizar el
aparato gubernamental de manera tal que sean
capaces de asegurar, en el ejercicio de sus fun-
ciones, el derecho de las mujeres a una vida libre
de violencia. 

Artículo 20. Para cumplir con su obligación de ga-
rantizar el derecho de las mujeres a una vida libre
de violencia, los tres órdenes de gobierno deben
prevenir, atender, investigar, sancionar y reparar el
daño que les inflige. 

En consecuencia, es necesario reformar la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, para obligar a la autoridad a sensibilizarse y
cambiar su concepción respecto del fenómeno que im-
plica la misoginia y el machismo que arroja resultados
negativos como la revictimización de la mujer.

Argumentos

• Conforme a datos de la Encuesta Nacional de Vic-
timización y Percepción sobre seguridad Pública

(Envipe), que realiza el Inegi, se constata que en
2019 en la comisión de delitos sexuales, las muje-
res se ven más vulneradas al contabilizarse 2 mil
747 delitos sexuales cometidos contra mujeres y
293 contra hombres.

• En la misma encuesta (Envipe) se señala que las
pérdidas monetarias por victimización, así como los
gastos, resultado de daños en la salud, ascendieron
a 184.3 millones de pesos; sintiéndose en todos los
rubros, más inseguras las mujeres que los hombres
en espacios públicos o privados.

• También señala la Envipe que, el 68.4 por ciento
de las mujeres encuestadas considera a los jueces
corruptos, al 67.9 por ciento a la policía preventiva,
al 65.5 por ciento al Ministerio Público, entre otras
autoridades.

• Que es necesario y urgente comenzar los trabajos
que permitan un cambio ideológico-cultural del
pensamiento colectivo, en torno a los efectos nega-
tivos de continuar con acciones o actitudes misógi-
nas.

• Que aun cuando la Ley General de Acceso de la
Mujeres a una Vida Libre de Violencia dispone de
normas que contienen restricciones y sanciones, no
especifica la obligatoriedad de las autoridades para
que tomen conocimientos del problema que implica
la misoginia, el machismo y puedan conocer sus ac-
ciones en forma oral o escrita y que, por ende, estén
vulnerando los derechos humanos de las mujeres en
temas administrativos o de diversos litigios.

• Que dentro de la citada ley, hace falta el principio
de observar la paridad de género, como eje rector
para el acceso de las mujeres a una vida libre de
violencia.

• Con la aprobación de esta reforma, se concatena el
trabajo que corresponde al Instituto Nacional de las
Mujeres y a las Entidades Federativas, conforme a
lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia.

Para mejor comprensión, se detalla el siguiente cuadro
comparativo, donde se resalta en negritas, las adicio-
nes propuestas:
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En mérito de lo anteriormente expuesto y fundado, se
estima justificada y motivada jurídicamente la emisión
del siguiente

Decreto por el que se reforman los artículos 4o. y 20
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia

Único. Se reforman y adicionan, los artículos 4o. y 20
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vi-
da Libre de Violencia, para quedar como sigue:

Artículo 4. Los principios rectores para el acceso de
todas las mujeres a una vida libre de violencia que de-
berán ser observados en la elaboración y ejecución de
las políticas públicas federales y locales son: 

I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

III. La no discriminación; 

IV. La libertad de las mujeres;

V. La Paridad de Género. 

Artículo 20. Para cumplir con su obligación de garan-
tizar el derecho de las mujeres a una vida libre de vio-
lencia, los tres órdenes de gobierno deben prevenir,

atender, investigar, sancionar y reparar el daño que les
inflige. 

Para ello, las autoridades deberán comprobar co-
mo requisito mínimo, la certificación de un curso
en materia de igualdad y paridad de género, im-
partido por el Instituto Nacional de las Mujeres o
sus símiles en las entidades federativas y munici-
pios.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 Tomado de https://www.jornada.com.mx/2018/01/10/socie-

dad/030n1soc el 7 de noviembre del 2019.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 26 de noviembre de 2019.

Diputada Ana Laura Bernal Camarena (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY GENERAL DE

INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, A

CARGO DE LA DIPUTADA OLGA PATRICIA SOSA RUIZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Quien suscribe, diputada Olga Patricia Sosa Ruiz, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Encuen-
tro Social en la Cámara de Diputados de la LXIV Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6 numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa al te-
nor de la siguiente
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Exposición de Motivos

En México, la fuente de información estadística que
permite identificar a la población con discapacidad en
las entidades federativas del país y estimar su tamaño
es el Módulo de Condiciones Socioeconómicas de la
Encuesta de Ingresos y Gastos de los Hogares del Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi)1

(MCS-ENIGH, 2014). En este sentido, la encuesta
pregunta a las personas integrantes de los hogares en-
trevistados si tienen dificultad para: 

a) Caminar, moverse, subir o bajar.

b) Ver, aun usando lentes.

c) Hablar, comunicarse o conversar.

d) Oír, aun usando aparato auditivo.

e) Vestirse, bañarse o comer.

f) Poner atención o aprender cosas sencillas.

g) Tiene alguna limitación mental.

A partir de los resultados de la encuesta, se estima que,
en 2014, 6.4 por ciento de la población del país (7.65
millones de personas) reportaron tener al menos una
discapacidad, las cuales representan en su mayoría a
personas adultas mayores que contaban con 60 años o
más (52.1 por ciento del total de personas con disca-
pacidad o 3.98 millones de personas). Además, en ese
mismo año el principal tipo de discapacidad reportado
fue la motriz (37.32 por ciento de las personas con dis-
capacidad o 2.6 millones de personas); y tener una en-
fermedad fue la principal causa de las discapacidades
(38.5 por ciento del total de discapacidades se deben a
esa causa). Adicionalmente, se estima que en 2014 en
19.1 de cada cien hogares del país (o en 6.14 millones
de hogares) vivía al menos una persona con discapaci-
dad.2

En la Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad una persona con discapacidad es
aquella que presenta alguna diversidad funcional de ti-
po físico, mental, intelectual o sensorial.3

Ahora bien, la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en su artículo 1, establece que:

…

Las normas relativas a los derechos humanos se in-
terpretarán de conformidad con esta Constitución y
con los tratados internacionales de la materia favo-
reciendo en todo tiempo a las personas la protec-
ción más amplia.

Queda prohibida toda discriminación motivada por
origen étnico o nacional, el género, la edad, las disca-
pacidades, la condición social, las condiciones de sa-
lud, la religión, las opiniones, las preferencias sexua-
les, el estado civil o cualquier otra que atente contra la
dignidad humana y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos y libertades de las personas. (Énfa-
sis es propio).

En ese contexto, la Constitución mexicana garantiza el
derecho pro homine y el derecho a la no discrimina-
ción derivado de alguna discapacidad. Por consiguien-
te, todas las autoridades tienen la obligación de dar la
interpretación más amplia a las leyes, para garantizar
los derechos de las personas y de igual forma, la de
evitar cualquier tipo de discriminación por caracterís-
ticas históricamente estigmatizadas hacia personas con
alguna discapacidad.

El Consejo Nacional para prevenir la Discriminación
(Conapred) dentro de sus ámbitos prioritarios de tra-
bajo se encuentran la atención a personas con discapa-
cidad, por ello, sus disposiciones abarcan la armoniza-
ción de leyes, reglamentos y políticas públicas,
además del reconocimiento a la capacidad jurídica de
las personas y el respeto a sus derechos humanos.4

Las personas con discapacidad sufren de daño a sus
derechos sociales, así, 49 por ciento de las personas
con alguna discapacidad vive en situación de pobreza,
39 por ciento en pobreza moderada y 10 por ciento en
pobreza extrema (Coneval 2017).

Los hogares con al menos una persona discapacitada,
gastan más en alimento, atenciones de vivienda y cui-
dado a la salud. Cuando a infantes se refiere, la tasa de
inasistencia escolar es mayor que al promedio reporta-
do. Estas variables son parte de la evidencia de las des-
ventajas sociales en las y con las que viven.

En abono de la argumentación, el artículo 35 de la
Constitución señala que son derechos de los ciudada-
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nos votar en las elecciones populares en el uso de su
libertad y secrecía.

En concordancia, todos los derechos políticos, civiles
y sociales y prerrogativas antes mencionadas, garanti-
zan que todos los ciudadanos estén en posibilidades de
ejercer su derecho al voto, sin ningún tipo de discrimi-
nación y siempre bajo la protección de las condiciones
que establece la ley.

Para efecto de ejercer este derecho político es necesa-
rio contar con la credencial electoral para ejercer el
voto activo; el conjunto de requisitos para su expedi-
ción están contemplados en la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales en su artículo
135; textualmente señala:

“Artículo 135.

1. Para la incorporación al Padrón Electoral se re-
querirá solicitud individual en que consten firma,
huellas dactilares y fotografía del ciudadano, en los
términos del artículo 140 de la presente Ley. Cuan-
do se trate de los ciudadanos mexicanos residentes
en el extranjero, el Instituto y los Organismos Pú-
blicos Locales brindarán las facilidades para que la
recepción de la firma y las huellas dactilares se ha-
ga desde el extranjero. 

2. Para solicitar la credencial para votar, el ciudada-
no deberá identificarse, con su acta de nacimiento,
además de los documentos que determine la Comi-
sión Nacional de Vigilancia del Registro Federal de
Electores. La Dirección Ejecutiva del Registro Fe-
deral de Electores conservará copia digitalizada de
los documentos presentados.”

La credencial para votar, además de ser el instrumen-
to esencial para poder ejercer el derecho al voto, tam-
bién funge como la identificación oficial que utilizan
las y los ciudadanos para realizar cualquier trámite de
carácter administrativo al interior del territorio nacio-
nal, esta facultad deviene del artículo cuarto transito-
rio de la reforma a la Ley General de Población, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 22 de
julio de 1992, que a la letra señala:

“Cuarto. En el establecimiento del Registro Nacio-
nal de Ciudadanos se utilizará la información que
proporcionará el Instituto Nacional Electoral prove-

niente del padrón electoral, y de la base de datos e
imágenes obtenidas con motivo de la expedición y
entrega de la credencial para votar con fotografía,
prevista en el artículo 164 del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales. En tan-
to no se expida la cédula de identidad ciudadana,
esta credencial podrá servir como medio de iden-
tificación personal en trámites administrativos
de acuerdo a los convenios que para tal efecto
suscriba la autoridad electoral.” (Énfasis propio).

Aunado a lo anterior, el Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación se ha pronunciado sobre la
dualidad de la credencial de electoral para votar, en el
sentido de la relevancia que tiene como instrumento
para ejercer el derecho al voto y como el medio de
identificación más adecuado para realizar cualquier
trámite de carácter administrativo.

En suma es un instrumento electoral al que todos los
ciudadanos tenemos derecho de acceder, fuera de las
excepciones que la misma ley establece. El criterio del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
estableció el 13 de julio de 2011, lo siguiente5:

Credencial para votar con fotografía. Al perder
vigencia como instrumento electoral, también la
pierde como documento de identificación oficial.

De la interpretación de los artículos 35, fracciones I
y II; 36, fracción I, párrafo segundo, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
párrafo 1, inciso b), y 200 del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, y cuar-
to transitorio del Decreto expedido el veintidós de
julio de mil novecientos noventa y dos, que reforma
la Ley General de Población, se desprende que la
credencial para votar con fotografía es, esencial-
mente, el documento oficial necesario para ejercer
el derecho al voto el cual, además y en forma acce-
soria, sirve como medio de identificación oficial.
Así, dada su naturaleza dual e indisoluble se con-
cluye que, al perder su vigencia como instrumento
electoral, también la pierde como documento de
identificación oficial.

A efecto de garantizar el derecho a votar y a acceder a
una identificación oficial, sin discriminación alguna,
el artículo 141 de la Legipe, establece el supuesto pa-
ra el caso en el cual un ciudadano pretenda tramitar su
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credencial para votar, pero se encuentre imposibilitado
para acudir al módulo por alguna incapacidad:

“Artículo 141. 

1. Los ciudadanos mexicanos residentes en el terri-
torio nacional, que se encuentren incapacitados físi-
camente para acudir a inscribirse ante las oficinas
de la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de
Electores correspondiente a su domicilio, deberán
solicitar su inscripción por escrito, acompañando la
documentación que acredite su incapacidad. En su
caso, la Dirección Ejecutiva dictará las medidas
pertinentes para la entrega de la credencial para vo-
tar del elector físicamente impedido.”

No obstante lo anterior, el supuesto antes mencionado
no prevé la hipótesis para el caso en el cual un ciuda-
dano se encuentre incapacitado de manera parcial pe-
ro que no pueda expresar su voluntad y requiera algu-
na ayuda en particular para poder hacerlo, o bien
cuando el ciudadano se encuentre con una incapacidad
total (estado vegetativo) que le sea imposible expresar
su voluntad.

Recientemente la Sala Regional Guadalajara del Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en
sesión pública del 20 de septiembre de 2019, emitió
senda sentencia en la cual garantizo el derecho políti-
co-electoral de un ciudadano que se encontraba en es-
tado vegetativo.

A través de sus familiares solicitaron la corrección de
datos de la credencial de elector de su padre, a fin de
poder iniciar el trámite de pensión de éste. En ese con-
texto el Instituto Nacional Electoral (INE) a través de
la vocalía en el estado expresó la negativa a dar trámi-
te a una solicitud de rectificación de datos de creden-
cial para votar y cambio de domicilio bajo el argumen-
to de no colmarse el supuesto de constar la
manifestación de la voluntad de manera indubitable,
clara y precisa del mismo para realizar su trámite, en
términos de lo que señala la Ley General de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales (Legipe), en particu-
lar de lo señalado por el artículo 141 de la propia ley.

Bajo ese tenor la sala regional argumento que:

“La autoridad responsable al acudir al domicilio del
actor y cerciorarse de que debido a su discapacidad

física no podía expresar su voluntad de manera in-
dubitable, clara y precisa, debió efectuar un ajuste
razonable al procedimiento y tener por expresada la
voluntad del actor, por conducto de su enlace o re-
presentante legal.

De igual manera argumento que en términos de lo
previsto en el artículo 16 de la Ley de Medios, con-
forme a lo afirmado por los familiares del actor, el
contenido de la nota médica aportada por los mis-
mos, y lo constatado por el personal del INE al acu-
dir al domicilio donde se encontraba el actor; se tie-
ne plenamente acreditado que este último se
encuentra en estado vegetativo derivado de un acci-
dente vial, lo que le impide trasladarse al módulo de
atención ciudadana e, incluso, manifestar su volun-
tad para solicitar el trámite de actualización de su
credencial para votar.

En ese sentido, al constatarse que el ciudadano se
encontraba en estado vegetativo y además como no
fue posible determinar la voluntad del actor, debido
a su discapacidad, debió aplicarse el principio de la
mejor interpretación posible de la voluntad y las
preferencias del actor, que en el presente caso es la
que protege el derecho de éste a obtener la correc-
ción de datos de su credencial de elector, por ser un
instrumento necesario para el ejercicio del derecho
del voto y como medio de identificación por inte-
grarse con datos vinculados con el ejercicio de su
derecho a la seguridad social.

Pues, debe recordarse que la credencial para votar
con fotografía, tiene una naturaleza dual e indisolu-
ble, es esencialmente, el documento oficial necesa-
rio para ejercer el derecho al voto el cual, además y
en forma accesoria, sirve como medio de identifica-
ción oficial, que en el caso concreto lo requiere el
actor para poder tramitar prestaciones de seguridad
social ante el IMSS. 

Esta Sala Regional estima que la autoridad respon-
sable debió brindarle una protección reforzada al
actor, y dar trámite a la solicitud de corrección de
datos personales de su credencial de elector, siendo
suficiente en el caso concreto, la firma de la solici-
tud por parte del enlace.

Esta interpretación garantiza la mayor protección
de los derechos en cuestión y es acorde a la regula-
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ción jurídica tanto nacional como internacional que
sobre personas con discapacidad se ha desarrollado,
pues tiene como finalidad última evitar la discrimi-
nación hacia este sector social y, en consecuencia,
propiciar la igualdad entre individuos.”6

En ese sentido resulta necesario incluir un párrafo en
el artículo 141 de la Ley General de Instituciones, que
garantice el derecho político-electoral de contar con
una credencial para votar y como medio de identifica-
ción, a las personas que tengan alguna discapacidad y
que la misma no les permita expresar su voluntad por
cuenta propia.

De esa manera, se garantizará el acceso al derecho so-
cial establecido en el cuarto constitucional, y al dere-
cho político, que, al alba del siglo XX y siendo la cau-
sa principal que motivó a los defensores del derecho,
en su lucha por una democracia, real y verdadera, le-
gítima y justa. 

En ese tenor resulta necesario modificar el artículo,
bajo los siguientes términos:

Es importante manifestar que la modificación y adi-
ción que se proponen en esta iniciativa no generan im-
pacto económico en el presupuesto de la nación, por
no necesitar recursos para su aprobación, publicación
y ejecución.

Fundamento legal

Por lo expuesto, fundado y motivado, y con base en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y el
artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, quien suscribe somete a conside-
ración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se le adiciona un párrafo al ar-
tículo 141 de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales, en materia de personas
con discapacidad

Único. Se adiciona un párrafo al artículo 141 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales,
para quedar como sigue:

Artículo 141.

1. …

Cuando por la discapacidad del ciudadano no sea
posible conocer su voluntad o sea necesario algún
tipo de asistencia para expresar la misma, el trámi-
te podrá realizarse a través o con el apoyo, respec-
tivamente, de un enlace o bien por su representan-
te legal. La Dirección Ejecutiva del Registro
Federal de Electores emitirá el procedimiento per-
tinente, garantizando en todo momento los dere-
chos de los ciudadanos con alguna discapacidad.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Notas

1https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/126572/Diagn

_stico_sobre_la_Situaci_n_de_las_Personas_Con_Discapaci-

dad._Mayo_2016.pdf

2 https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enigh/tradicio-

nal/2014/doc/enigh14_entrevistador.pdf

3https://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Ficha%20PcD%281

%29.pdf

4https://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Ficha%20PcD%281

%29.pdf

5 Consejo general del Instituto Federal Electoral, Tesis XV/2011,

en Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal

Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 4, Número 9,

2011, páginas 55 y 56.

6 https://www.te.gob.mx/genero/media/pdf/ad9f5e5667d9242.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 26 de noviembre de 2019.

Diputada Olga Patricia Sosa Ruiz (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ARTURO ESCOBAR Y

VEGA E INTEGRANTES DE LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS

DEL PVEM Y MORENA

Quien suscribe, diputado coordinador Arturo Escobar
y Vega, en representación de los diputados federales
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, así como los diputados federa-
les Nayeli Arlen Fernández Cruz, Ana Patricia Peralta

de la Peña, Erika Mariana Rosas Uribe, Francisco Eli-
zondo Garrido, Alfredo Antonio Gordillo Moreno de
la LXIV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, fracción
1, 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, someten a consideración de esta asamblea la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
por el que se modifican los artículos 26, 27, 28, 29, 30
Bis 6 y 37 de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Convención sobre los Derechos del Niño reconoce
que para que un niño tenga un desarrollo de personali-
dad adecuado y armonioso, es necesario que crezca
dentro de una familia, en un ambiente de felicidad,
amor y comprensión.1

Además, el derecho de los niños a formar parte de una
familia también les permite tener una identidad y les
brinda una protección en contra de la violación de sus
derechos humanos.

Desafortunadamente, no en todos los casos es posible
que los menores se desarrollen dentro del núcleo fa-
miliar biológico, por lo que el Estado debe de interve-
nir a fin de que les sea garantizado este derecho.

En ese sentido, la adopción es definida como una ins-
titución jurídica de orden público e interés social que
permite crear un vínculo de filiación voluntario entre
personas que no lo tienen por naturaleza, en el que se
confiere al adoptado la situación de hijo del o de los
adoptantes, y a éstos, los deberes y derechos inheren-
tes a la relación padre-hijo.2

En México, desde el año 2014 con la expedición de la
Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes, se otorgaron atribuciones al Sistema
DIF Nacional, a los sistemas DIF de los estados, así
como a las Procuradurías de protección para que, por
medio de reglas y principios especificados en la ley, el
proceso administrativo en materia de adopción se lle-
vara a cabo de la misma manera en todas las partes de
la república.

Por lo que respecta al proceso judicial, nuestro sistema
jurídico prevé que se realice de acuerdo a la legisla-
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ción civil o familiar de cada estado, con su legislación
y sus criterios. 

De tal suerte que el proceso de adopción en nuestro
país, sin importar las diferencias de las legislaciones
locales, de manera resumida funciona de la siguiente
manera:

1. Quienes estén interesados en adoptar deberán
acudir a cualquiera de los Sistemas DIF o de las
Procuradurías de protección, donde se verificará en
primer lugar que los adoptantes cumplan con los re-
quisitos previstos por la legislación local en la ma-
teria. (por ejemplo, el Código Familiar del Estado
de Sinaloa señala, entre otros, ser mayor de 25 años
y tener buena salud.)

2. La autoridad deberá constatar que la persona in-
teresada es apta para adoptar por lo que deberá emi-
tir un certificado de idoneidad. Previa la emisión de
este certificado, las áreas de trabajo social y psico-
logía deberán asegurarse de que los solicitantes
cumplen con el perfil adecuado.

Este proceso de valoración puede ir desde los 3 me-
ses hasta el año, dependiendo del lugar en el que se
realice, sin embargo, obtener el Certificado de ido-
neidad no garantiza que exista una niña o niño que
pueda asignarse, ni los tiempos en que esto suceda.

3. Paralelamente al proceso que hacen los solicitan-
tes, las instituciones públicas o privadas realizan las
acciones legales necesarias para liberar a las niñas y
niños para adopción. Estos procesos son complejos
e involucran a muchas dependencias e instituciones
por lo que pueden llegar a tardar dos o tres años,
tiempo en que las niñas y niños permanecen en las
instituciones. 

La ley General señala que para que una niña, niño o
adolescente pueda ser adoptado necesita encontrar-
se en alguno de los siguientes supuestos:

I. No tengan quien ejerza sobre ellas o ellos la
patria potestad;

II. Sean expósitos o abandonados;

III. Se encuentren en alguno de los supuestos an-
teriores y acogidos en Centros de Asistencia So-

cial o bajo la tutela del Sistema Nacional DIF, de
los Sistemas de las Entidades o de las Procura-
durías de Protección, y

IV. Estando bajo patria potestad o tutela, quien
la ejerce manifieste por escrito su consentimien-
to ante el Sistema Nacional DIF, los Sistemas de
las Entidades o ante la Procuraduría de Protec-
ción correspondiente.

Lo que significa que pueden darse múltiples casos.
Por ejemplo, pensemos en el escenario de la fracción
III ya que resulta el más complicado de las 4 hipóte-
sis. Algún menor de edad fue puesto bajo el cuidado
del Sistema DIF porque la madre ejerció violencia
física y psicológica sobre él y al no haber otro fami-
liar que pudiera hacerse cargo en una simple bús-
queda, como medida de protección fue puesto en el
centro de asistencia social. En este caso, previo a la
adopción, el Sistema DIF debe realizar una investi-
gación profunda asegurándose que no es posible ga-
rantizar el derecho del menor a vivir en familia con
alguno de sus parientes consanguíneos que deseen
hacerse cargo de la niña o niño a la par de que re-
sulte benéfico; superado este paso y de no encon-
trarse familiar alguno, lo procedente sería promover
primeramente el juicio de perdida de patria potestad
contra la madre; en este caso estamos hablando de
un proceso judicial totalmente independiente del
adopción, y este juicio puede llevar un tiempo con-
siderable que varía de la carga de trabajo del juzga-
do familiar ante el que se tramite, pudiendo pasar
años, tiempo que el menor permanece bajo la tutela
del sistema DIF, sin posibilidades de ser adoptado.

4. Una vez que los adoptantes ya cuentan con el cer-
tificado de idoneidad respectivo, la ley prevé como
medida de acercamiento entre futuros padres y
adoptado, la convivencia a través de la figura de
acogimiento pre adoptivo. Definiéndola de la si-
guiente forma:

Familia de acogimiento pre-adoptivo (artícu-
lo 4 de la LGDNNA): Aquélla distinta de la fa-
milia de origen y de la extensa que acoge provi-
sionalmente en su seno niñas, niños y
adolescentes con fines de adopción, y que asume
todas las obligaciones en cuanto a su cuidado y
protección, de conformidad con el principio de
interés superior de la niñez.
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Esta figura cumple un doble fin, el establecer un
vínculo afectivo entre las partes y que el menor que
será adoptado deje de estar dentro de algún centro
de asistencia social si fuera el caso y puede durar
hasta que concluya el proceso judicial y se tenga
sentencia que confirme la adopción.

5. Ya que se tiene el certificado de idoneidad, y el
menor tiene su situación jurídica resulta, es decir
que se tiene por acreditado que no hay quien ejerza
la patria potestad, se integra el expediente de adop-
ción con el resto de los requisitos legales para poder
presentar la demanda de adopción ante el juez fa-
miliar o civil competente.

Este proceso lo puede llevar complemente los aboga-
dos pertenecientes a la procuraduría o a través de abo-
gados privados, pero siempre con la participación y/o
visto bueno del procurador. La duración del juicio va-
ria de juzgado a juzgado dependiendo de la carga de
trabajo.

Ahora, a pesar de que se tienen definidos con claridad
los pasos a seguir en cada uno de las etapas del proce-
so de adopción (parte 1 proceso administrativo, parte
2 proceso judicial) en la práctica, las cifras señalan que
se siguen presentando diversos problemas que hacen
que las adopciones no sean tan frecuentes en el país.

De acuerdo con el Censo de Alojamientos de Asisten-
cia Social realizado por el INEGI en 2015, para ese
año existían entre 25 mil 667 niñas y niños, de entre
cero y 14 años, viviendo en 879 albergues; de los cua-
les 98 eran públicos. 

Hasta junio de 2017, de acuerdo con respuestas a soli-
citudes de información realizadas al DIF nacional y a
los estatales, las cifras que se tenían eran de que exis-
tían en el país 985 centros de asistencia social, de los
cuales 836 son privados y 149 públicos.3

Especialistas estiman que los datos del censo se que-
dan cortos y las estimaciones hablan de 30 mil niños
viviendo dentro de albergues.

Según el reporte Crecer en la espera, realizado por
Centro Horizontal, con apoyo del Grupo de Informa-
ción en Reproducción Elegida (Gire), entre 2012 y
2017 el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral
de la Familia (DIF) registró en conjunto con sus re-

presentaciones estatales, 5 mil 342 adopciones,4 si
comparamos el número de adopciones realizadas en el
lapso de 5 años, con el número de niños que viven en
albergues vemos que la proporción es muy pequeña, lo
que significa que miles de niños siguen creciendo ins-
titucionalizados, negándoseles el derecho a desarro-
llarse en un entorno familiar.

Si bien muchas de las solicitudes de adopción no son
procedentes porque los adoptantes no cumplen los re-
quisitos que los acrediten como aptos, o porque ésta no
resulta benéfica para el menor, adicional a esto nos en-
contramos con varias causas que generan que sean tan
pocos los casos de adopción en el país.

Destacando los siguientes:

1. No se incentiva la cultura de adopción.

A pesar de que muchas personas puedan tener la in-
tención o la voluntad de adoptar; existe un desconoci-
miento generalizado sobre el proceso; es común la cre-
encia de que es trámite complicado y desconocen
incluso cuál es la autoridad competente para brindar-
les asesoría. 

En suma, a lo anterior, quienes están decididos a adop-
tar prefieren niños pequeños. Según el último reporte
de estadísticas de adopción del DIF: 2012, el 58.2% de
las personas prefieren adoptar niños cuyas edades van
entre los 4 a los 9 años lo que ocasiona que más del
70% de los niños en albergues tengan dificultad para
encontrar un hogar debido a que sus edades van de los
7 a los 18 años. A esta situación hay que añadir la po-
ca disposición para adoptar a niños que padecen algún
tipo de discapacidad, por ejemplo, en el año 2011 hu-
bo en el país únicamente 54 casos.

Asimismo, existe el estigma por parte de quienes de-
sean dar a su hijo en adopción, por ejemplo, es común
que los niños sean abandonados, ya sea en hospitales
o en centros de asistencia social sin previo aviso de la
madre, pero dejando algún dato que, como ya mencio-
namos anteriormente, obliga a la autoridad a buscar
primeramente por todos los medios a algún familiar
biológico que pueda y quiera hacerse cargo del menor.

La mayoría de los niños y adolescentes que llegan a
los centros de asistencia social, tanto públicos como
privados, tienen familia, son contados los expósitos,
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término jurídico que se utiliza para identificar a los ni-
ños o niñas de los cuales no se tiene ningún dato sobre
su familia biológica o extensa,5 casos en los que, el co-
mienzo del proceso de adopción llega, en ocasiones, a
ser más rápido pero cuando existe un nombre, una di-
rección, un dato mínimo sobre algún familiar —como
sucede en la mayoría de los casos— la ley marca que
se les debe buscar y trabajar en la reintegración del ni-
ño a su familia de origen o extensa; solo hasta que se
determina que sus padres, abuelos, tíos, primos o al-
gún otro familiar no pueden hacerse cargo de ellos, en-
tonces comienza el proceso para el juicio de pérdida
de patria potestad.

De existir una mayor cultura de adopción, las mamás
biológicas podrían acercarse al Sistema DIF y decir
que quieren entregar a su hijo en adopción renuncian-
do a la patria potestad de manera legal, abierta, lo que
llevaría a que el proceso sea de unos cuantos meses y
no de años.

2. Procesos largos sobre pérdida de patria potestad
y falta de tiempos regulados para las autoridades
en todo el proceso de adopción.

A pesar que el 3 de junio del presente año se publicó
en el Diario oficial de la Federación la adición del ar-
tículo 30 bis 6, que establece que el juez de la causa
tiene 90 días hábiles improrrogables para emitir la sen-
tencia sobre resolución de la patria potestad de meno-
res de edad y que dicho término será contando a partir
de la presentación de la demanda, no se soluciona el
problema del todo, pues como se ha venido comentan-
do a lo largo de la presente iniciativa, el tiempo que se
le invierte en la búsqueda de los familiares o en la in-
tegración del expediente es el que hace que en ocasio-
nes el proceso se retrase. 

Por otro lado, debemos tener en cuenta que no todos
los juicios que se promueven sobre perdida de patria
potestad ante el juez familiar tienen como fin que des-
pués se inicie un proceso de adopción, ni en todos los
casos el menor involucrado se encuentra viviendo en
un centro de asistencia social, por lo que al imponer la
obligación de manera genérica de resolver todos los
juicios en 90 días hábiles en realidad no se está brin-
dando una solución de fondo para estos niños pues la
carga de trabajo del juzgado no disminuye y no se les
está dando una atención prioritaria.

Una situación similar sucede dentro de las procuradu-
rías o de los sistemas DIF, pues si bien con la reforma
del mes de junio ya se establecieron plazos para con-
cluir las investigaciones tal como se señala en el artí-
culo 30 bis 1, en la práctica nos encontramos que las
áreas encargadas de realizarlas (trabajo social y/o jurí-
dica) no solo atienden estos casos y al igual que en los
juzgados se encuentran saturados por las múltiples
atribuciones con las que cuentan, por lo que si se quie-
re realmente que los tiempos sean más cortos, debe es-
tablecerse un criterio de atención prioritaria para
los niños que se encuentran internados en centros
de asistencia sobre cualquier otro asunto.

3. Estancias prolongadas de menores en Centros de
Asistencia Sociales.

Falta de un Registro Nacional de menores de edad
en situación de desamparo. 

Existe un fuerte abandono institucional hacia los Cen-
tros de Asistencia Social. 

De acuerdo con los pocos estudios que existen sobre el
tema, niñas, niños y adolescentes llegan a estos luga-
res por muchas razones: por ser expósito, por quedar
huérfanos de madre o padre, porque fueron víctimas
de violencia o negligencia en su familia, porque su-
frieron abuso sexual; porque su familia no cuenta con
recursos económicos suficientes para atenderlos, por-
que sus padres se encuentran en la cárcel o viven en la
calle, porque fueron abandonados en algún hospital,
etc., etc.

Y si bien este no es un problema propiamente del pro-
ceso de adopción, la realidad es que la mayoría de los
menores que son susceptibles de ser adoptados en al-
gún punto, se encuentran en su mayoría creciendo ins-
titucionalizados. 

Existen investigaciones que han mostrado las conse-
cuencias que tiene “la institucionalización” en el des-
arrollo físico, psicológico, cognitivo y social de niñas,
niños y adolescentes, por lo que así pasen un lapso li-
mitado, siempre se deben privilegiar otras opciones-
tal como la ley lo señala-, sin embargo el actual orde-
namiento carece de herramientas que puedan darle
viabilidad a poner en práctica otras alternativas y así
salvaguardar el derecho de las niñas, niños y adoles-
cente a crecer en un entorno familiar.
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Por los razonamientos antes vertidos y ante los pro-
blemas identificados es que el Partido Verde Ecologis-
ta de México proponemos lo siguiente:

1. Campañas de adopción a fin de sensibilizar sobre
los procesos.

Modificar el artículo 37 de la ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, a fin de estable-
cer como obligatoriedad que al menos una vez al año,
el Sistema Nacional DIF, los Sistemas de las Entidades
Federativas en coordinación con las Procuradurías de
Protección, realicen campañas para promover la adop-
ción de niñas, niños y adolescentes, buscando que es-
tas campañas vayan dirigidas a 

a promover principalmente la adopción de niñas y ni-
ños mayores de 7 años de edad, así como aquellos que
tengan alguna discapacidad.

En adición a lo anterior, estas campañas también ten-
drán como objetivo plantear de manera sensible, la
adopción como una alternativa a las mujeres embara-
zadas que no deseen ser madres.

Cabe mencionar que en algunas entidades federativas
esta actividad ya ha sido realizada con éxito por ini-
ciativa de los sistemas estatales.6

2. Señalar de manera explícita la obligación de las
autoridades involucradas en el proceso de adopción
de resolver de manera prioritaria los asuntos cuan-
do se trate de niños institucionalizados.

La ley ya contempla en su artículo 17 que es derecho
de niñas, niños y adolescentes que se les asegure prio-
ridad en el ejercicio de todos sus derechos, asimismo
el artículo 18 señala que en todas las medidas concer-
nientes a niñas, niños y adolescentes que tomen los ór-
ganos jurisdiccionales, autoridades administrativas y
órganos legislativos, se tomará en cuenta, como consi-
deración primordial, el interés superior de la niñez y
que dichas autoridades elaborarán los mecanismos ne-
cesarios para garantizar este principio.

Por lo que se propone la reforma a los artículos 26 y
30 bis 6 para que se señale de manera explícita que el
juez, previa solicitud de la procuraduría de protección
dará prioridad a resolver los asuntos que tengan como
propósito esclarecer la situación jurídica de niñas, ni-

ños y adolescentes que estén bajo la tutela del Sistema
Nacional DIF sobre cualquier otro asunto; lo mismo
para los trabajadores de las áreas de trabajo social o
del área jurídica en lo que compete a realizar las in-
vestigaciones para localizar a los familiares del menor.

3. Dar viabilidad jurídica a la figura de familia de
acogida.

Como se ha mencionado, el que los menores crezcan
dentro de un Centro de Asistencia Social siempre debe
ser la última opción, en ese sentido, el mismo ordena-
miento contempla una alternativa entre sus definicio-
nes señaladas en el artículo 4 de la ley, ésta es el con-
cepto de Familia de Acogida.

De acuerdo con este artículo, la Familia de Acogida se
define como sigue: 

Familia de acogida: Aquélla que cuente con la cer-
tificación de la autoridad competente y que brinde
cuidado, protección, crianza positiva y la promo-
ción del bienestar social de niñas, niños y adoles-
centes por un tiempo limitado hasta que se pue-
da asegurar una opción permanente con la
familia de origen, extensa o adoptiva.

Es muy importante destacar que esta figura se distin-
gue completamente de la “Familia de Acogimiento
pre-adoptivo” la cual, a diferencia de la de acogida, sí
forma parte del proceso de adopción.

Para mayor ilustración se inserta nuevamente el con-
cepto señalado en el artículo 4 de la ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Familia de acogimiento pre-adoptivo: Aquélla
distinta de la familia de origen y de la extensa que
acoge provisionalmente en su seno niñas, niños y
adolescentes con fines de adopción, y que asume
todas las obligaciones en cuanto a su cuidado y pro-
tección, de conformidad con el principio de interés
superior de la niñez.

No obstante, a pesar de que se encuentra la definición
de familia de acogida en el texto del artículo 4, en el
resto del cuerpo de la ley, el legislador fue omiso al es-
tablecer su regulación; por ejemplo, el concepto seña-
la que será familia de acogida quien cuente con la cer-
tificación de la autoridad competente, pero en ninguno
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de los artículos posteriores se dice cuál es el proceso
para obtener dicho certificado.

Más preocupante es que existe en el país un profundo
desconocimiento de que existe esta posibilidad, inclu-
so abogados que se dedican a la materia familiar no sa-
ben que está integrada en nuestro orden jurídico, por lo
que además de darle vida por medio de la modifica-
ción de los artículos 27 y 28 para que la vía para obte-
ner el certificado de idoneidad sea la misma que para
obtener el del acogimiento pre adoptivo, se propone
modificar el artículo 37 con el objetivo de que se lle-
ven a cabo campañas para dar a conocer esta figura.

Con el propósito de exponer con mayor claridad las re-
formas planteadas a la ley, presentamos el siguiente
cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto y fundando, sometemos
a consideración de esta soberanía el siguiente proyec-
to de

Decreto por el que se reforman los artículos 26,
27,28, 29, 30 Bis 6 y 37 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo Único. Se adiciona un párrafo segundo a la
fracción I del artículo 26; se adiciona un último párra-
fo al artículo 27; se reforman los párrafos primero, se-
gundo y cuarto del artículo 28; se reforman las frac-
ciones I y II del artículo 29; se reforman los párrafos
primero y segundo del artículo 30 bis 6 y se adiciona
un segundo, tercero y cuarto párrafo a la fracción VI
del artículo 37; todos de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 26. …

…

I. …
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Las Procuraduría de Protección a través de sus
áreas de trabajo social y de sus áreas jurídicas
darán prioridad a iniciar el procedimiento al que
se refiere el artículo 30 bis 1 de esta ley y a pro-
mover los juicios necesarios para obtener sen-
tencia favorable que resuelva la situación jurídi-
ca de niñas, niños y adolescentes susceptibles de
adopción sobre cualquier otro asunto que sea
turnado a su área. 

II. a V …

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 27. ...

…

…

I. a IV. … 

Las mismas condiciones se deberán tomar en cuen-
ta por la autoridad para emitir el certificado de
idoneidad que permita la asignación de niñas, ni-
ñas o adolescentes a familias de acogida por un
tiempo limitado.

Artículo 28. Las Procuradurías de Protección, que, en
sus respectivos ámbitos de competencia, hayan autori-
zado la asignación de niñas, niños o adolescentes a una
familia de acogida y familia de acogida pre-adopti-
va, deberán dar seguimiento a la convivencia entre
ellos y al proceso de adaptación conforme a su nueva
situación, con el fin de prevenir o superar las dificul-
tades que se puedan presentar.

En los casos que las Procuradurías de Protección cons-
taten que no se consolidaron las condiciones de adap-
tación de niñas, niños o adolescentes con la familia de
acogida o con la familia de acogida pre-adoptiva,
procederán a iniciar el procedimiento a fin de reincor-
porarlos al sistema que corresponda y se realizará, en
su caso, una nueva asignación.

…

Los procedimientos de adopción se desahogarán de
conformidad con la legislación civil o familiar aplica-
ble.

Artículo 29. …

I. Prestar servicios de asesoría y asistencia jurídica
a las personas que deseen asumir el carácter de fa-
milia de acogida o familia de acogimiento pre-
adoptivo de niñas, niños o adolescentes, así como
su capacitación;

II. Realizar evaluaciones sobre la idoneidad de las
condiciones de quienes pretendan adoptar o fungir
como padres de acogida, y emitir los dictámenes
correspondientes, así como formular las recomen-
daciones pertinentes al órgano jurisdiccional, y

III. …

Artículo 30 Bis 6. El juez familiar, o en su caso el juez
especializado en la materia, previas solicitudes de los
Procuradurías de Protección darán prioridad a la
resolución de asuntos familiares que tengan como
propósito esclarecer la situación jurídica de niñas,
niños y adolescentes que se encuentran bajo la tu-
tela del Sistema Nacional DIF o de los Sistemas de
las Entidades o de lo municipios y que sean suscep-
tibles de ser adoptados sobre cualquier otro asunto.

Para tales efectos, el juez de la causa dispondrá de
90 días hábiles improrrogables para emitir la sen-
tencia sobre resolución de la patria potestad de me-
nores de edad, en los juicios respectivos. Dicho tér-
mino será contado a partir del día siguiente de la
presentación de la demanda.

…

Artículo 37. …
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I. a V…

VI. …

El Sistema Nacional DIF, los Sistemas de las En-
tidades Federativas en coordinación con las Pro-
curadurías de Protección, deberán realizar míni-
mo una vez al año campañas para promover la
adopción de niñas, niños y adolescentes, así co-
mo para difundir los requisitos para fungir como
familias de acogida.

En las campañas a que se hace referencia en el pá-
rrafo anterior deberán estar dirigidas a promover
principalmente el acogimiento familiar y la adop-
ción de niñas y niños mayores de 7 años de edad, así
como aquellos que tengan alguna discapacidad.

En adición a lo anterior, estas campañas también
tendrán como objetivo plantear de manera sensi-
ble, la adopción como una alternativa a las mujeres
embarazadas que no deseen ser madres.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

1 https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/crc.aspx

2 http://tesis.uson.mx/digital/tesis/docs/23107/capitulo2.pdf

3

https://horizontal.mx/adopcionesmexico/institucionalizacion.html

4

https://horizontal.mx/adopcionesmexico/institucionalizacion.html

5 https://dle.rae.es/exp%C3%B3sito

6 https://rotativo.com.mx/2017/02/16/noticias/locales/san-juan-

del-rio/dif-estatal-realizara-campana-adopcion-ninos-queretaro-

598418

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 26 de noviembre 2019.

Diputados: Arturo Escobar y Vega (rúbrica), Jesús Sergio Alcán-

tara Núñez, Óscar Bautista Villegas, Lyndiana Elizabeth Bugarín

Cortés, Marco Antonio Gómez Alcantar, Leticia Mariana Gómez

Ordaz, Jorge Francisco Corona Méndez, Zulma Espinoza Mata,

Carlos Alberto Puente Salas, Roberto Antonio Rubio Montejo, Je-

sús Carlos Vidal Peniche, José Ricardo Gallardo Cardona, Lilia Vi-

llafuerte Zavala, Nayeli Arlen Fernández Cruz (rúbrica), Ana Pa-

tricia Peralta de la Peña (rúbrica), Érika Mariana Rosas Uribe

(rúbrica), Francisco Elizondo Garrido (rúbrica), Alfredo Antonio

Gordillo Moreno (rúbrica).

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 11 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO

DEL DIPUTADO ULISES GARCÍA SOTO, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Ulises García Soto, integrante de la LXIV
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en los artículos 71, fracción II, y 135 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos]; y 6,
numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, por el que se reforma el primer
párrafo del artículo 11 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

Migrar, resistir, construir y transformar

Acertadamente, la doctora Roxana Rodríguez Ortiz
señala: “Cuando se habla de frontera (cualquier que
sea) indudablemente se habla también del otro, ya sea
para negarlo, para excluirlo, para explotarlo, para re-
conocerlo o para reivindicarlo”.1
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Es el caso que dicha discriminación, exclusión o reco-
nocimiento, está expresado desde el marco normativo
de cada nación. Ejemplo de ello es Estados Unidos,
que cuenta con leyes sumamente severas con personas
que no cuentan con documentos oficiales para poder
ingresar a dicha nación; con las honrosas excepciones
de ciudades “santuario” como Los Ángeles o San
Francisco.

En el caso mexicano, por una parte, de manera formal
se promueve la protección de los Derechos Humanos
Universales, mientras que en la práctica, el migrante
es discriminado, marginado y vulnerado, objetivo de
violencia y delitos por el solo hecho de ser migrante,
incluso por parte de instituciones del Estado.

Por ello, la presente iniciativa propone eliminar un ele-
mento de discriminación expresado en el artículo 11
constitucional y promover la igualdad jurídica bajo el
principio de progresividad de los derechos humanos.
Con esto, aumentaremos el reconocimiento de la mi-
gración en México como un fenómeno que no debe ser
criminalizado ni estigmatizado; partiendo desde el pun-
to de vista que el ser humano a lo largo de su historia
ha migrado para buscar mejores condiciones de vida,
formando y fortaleciendo las sociedades actuales.

La migración se ha convertido en un tema central en
las agendas internacional, binacional, regional y na-
cional principalmente desde las políticas emprendidas
por las administraciones de los presidentes de Estados
Unidos, Obama y posteriormente con los anuncios so-
bre la política fronteriza de Donald Trump.

El Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD) calcula en 214 millones de personas el flujo
de migrantes internacionales a nivel mundial, de los
cuales 40 millones son migrantes indocumentados. Se-
gún el Banco Mundial, los principales países de desti-
no son Estados Unidos, Rusia y Alemania, mientras
que los países con mayor proporción de emigrantes
son México, India y China. El principal corredor mi-
gratorio es el de México-Estados Unidos.2

Debido a las condiciones del territorio nacional, se in-
ternan provenientes de Centroamérica alrededor de
150 mil migrantes sin documentos al año, con el obje-
tivo principal de llegar a Estados Unidos, según cálcu-
los de la Subsecretaría de Población, Migración y
Asuntos Religiosos de la Secretaría de Gobernación.

El origen de la migración es multifactorial, desde con-
flictos regionales, pobreza, la precariedad laboral, y
poca expectativa de empleo son factores determinan-
tes para entender los flujos migratorios, nacionales e
internacionales.

Asimismo, la inseguridad, la discriminación y la estig-
matización de la migración son elementos que conlle-
va el fenómeno de la migración, a pesar de que la ma-
no de obra es requerida para los procesos industriales
en toda Norteamérica, los migrantes son socialmente
marginados.

En el país es necesario impulsar la protección de los
derechos humanos y hacer valer de manera efectiva lo
dispuesto por el artículo primero de nuestra Constitu-
ción que establece:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las ga-
rantías para su protección cuyo ejercicio no podrá res-
tringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las
condiciones que esta Constitución establece.

No obstante, las personas migrantes que cruzan por
nuestro país corren graves riesgos con el objetivo de
llegar a la frontera norte; en un fenómeno que es per-
sistente y que a lo largo de las décadas se ha acentua-
do, haciéndose notorias las violaciones a derechos
fundamentales de hombres, mujeres y niños que tran-
sitan por el territorio nacional.

Diversas organizaciones en defensa de los derechos de
los migrantes en México han señalado que el Instituto
Nacional de Migración es una institución que necesita
una urgente restructuración con un enfoque integral de
protección de los derechos humanos, desvinculando el
enfoque de seguridad y criminalización con el de la
migración.

Además de reformar el Instituto Nacional de Migra-
ción, la Secretaría de Gobernación, como cabeza de
sector y el Plan Nacional de Desarrollo deberán conte-
ner una nueva visión y modelo de gestión del tema de
la migración, con el enfoque de protección los dere-
chos de los migrantes y sus familias. En consecuencia,
la reforma que se propone aporta para la eliminación.
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Desde México hemos visto un recrudecimiento de las
políticas públicas hacia los migrantes en Estados Uni-
dos, sobre todo en estado fronterizos, asimismo, se ha
permeado esta visión hacia las implantadas por Méxi-
co. Ejemplo de ello es el programa Frontera Sur.

El programa Frontera Sur surgió en 2014 para contro-
lar los flujos migratorios hacia Norteamérica. Este
programa despliega una política migratoria de conten-
ción enfocada en los centroamericanos que pretenden
cruzar México enfocándose en la detención y repatria-
ción de los migrantes.

Dicho programa nace en el contexto de la crisis huma-
nitaria que presentó Estados Unidos sobre el tema de
los menores migrantes no acompañados. El 7 de julio,
el Poder Ejecutivo federal anunció la creación del pro-
grama Frontera Sur, con un presupuesto de 102 millo-
nes de pesos, y la Coordinación de Atención Integral
de la Migración en la Frontera Sur.

Cabe destacar que el mencionado programa es una
respuesta al incremento de detenciones de menores no
acompañados y familias con menores de la Patrulla
Fronteriza de Estados Unidos, es decir, que México
implemente medidas necesarias para la ejecución de la
política migratoria del país vecino, sin que este cambie
la visión y las directrices sobre la migración prove-
niente de la frontera con México. Asimismo, es in-
comprensible que nuestro país intensifique las medi-
das de deportación, detención y contención a raíz de la
puesta en marcha del programa Frontera Sur y que se
haya cedido la administración del programa a la Se-
cretaría de Marina, lo que refiere una visión completa-
mente coercitiva, en lugar de un manejo de protección
de derechos humanos.

De lo señalado en la página de la Secretaría de Gober-
nación se desprende que el Programa Frontera sur tie-
ne como un objetivo el que los migrantes no aborden
los trenes que se dirigen hacia el norte, especialmente
del Istmo de Tehuantepec y Chiapas Mayab. Asimis-
mo, se plantea la eliminación de las bandas criminales
que vulneran sus derechos. Sin embargo, no se ve un
aumento en fiscalías ni estructura de la Procuraduría
General de la Republica en investigación y detención
de dichas bandas de la delincuencia organizada.

Esas medidas persecutorias y coercitivas mandan un
mensaje funesto hacia los migrantes y hacia la socie-

dad civil dedicada a la protección de sus derechos, que
no es propio de la agenda migratoria que México es-
grime hacia el exterior; exigiendo un trato digno, pero
implementado un trato rígido para aquellos que cruzan
la frontera sur.

México no podrá exigir de Estados Unidos un mejor
trato a los connacionales en ese país, mientras que en
el nuestro se apliquen las mismas formas de tratar a los
migrantes, persiguiéndolos, criminalizándolos y sepa-
rando familias. A pesar de que el programa Frontera
Sur señala que tiene como un eje “el respeto estricto a
los derechos humanos”, la realidad es que los operati-
vos, puntos de revisión y demás medias exponen a los
migrantes a constantes riesgos, abusos y extorciones,
incluso por parte de las autoridades encargadas de pro-
teger sus derechos”.

El derecho a la seguridad pública y a la no discrimina-
ción, son garantías que todo individuo debe gozar en
el territorio nacional. Y es obligación del Estado ga-
rantizar estos derechos con instituciones responsables,
que hagan efectivo un marco normativo, que emana de
nuestra Constitución, hasta la ejecución y administra-
ción de justicia por aquellos injustos en detrimento de
cualquier individuo, ciudadano o no.

Entre 2008 y 2010 hubo más de 20 mil secuestros de
migrantes en territorio nacional. Según cifras oficiales,
para el periodo 2014-2016, de un total de 5 mil 824 de-
litos contra migrantes en Oaxaca, Chiapas, Tabasco,
Coahuila, Sonora y a nivel federal, sólo existe eviden-
cia de 49 sentencias, lo que equivale a una impunidad
de 99 por ciento.3

Por último, es necesario recordar que en agosto de
2010 varios medios de comunicación informaron so-
bre la masacre cometida contra 72 migrantes de Cen-
tro y Sudamérica en Tamaulipas. Entre las personas
asesinadas se encontraban mujeres y niños. Los mi-
grantes están expuestos a redes criminales y a una
compleja red de violencia social e institucional; su
tránsito implica enfrentarse a extorción, militariza-
ción, paramilitarización y a las políticas coercitivas
contra ellos.

Los mexicanos migrantes en Estados Unidos no son
delincuentes, como tampoco lo son los centroamerica-
nos que cruzan por México para llegar a la frontera
norte. Motivo por el cual el eliminar la discriminación
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expresada en la Carta Magna, con el calificativo de
perniciosos no es un tema de forma, sino una manera
de reconocimiento integral al tema a la migración co-
mo fenómeno social, que incluso, lejos de ser perni-
ciosa, ayuda a los países con mano de obra y con inte-
lectos con gran capacidad de emprendimiento e
innovación.

La violencia ejercida por las instituciones debe ser
proscrita de las políticas de los diferentes gobiernos,
ya sea en Estados Unidos como en México; donde la
corrupción ha provocado abusos y explotación de este
grupo vulnerable de personas, los migrantes.

Argumentación

De la iniciativa que se propone es necesario resaltar
que no se limita, restringe o se demerita ninguna fa-
cultad del gobierno en materia migratoria. Queda sal-
vaguardado el derecho de la nación a proteger sus
asuntos internos y sus fronteras, así como de determi-
nar la forma en que los extranjeros deben entrar en el
territorio o salir de él. Por ello, el único propósito es
eliminar un elemento discriminatorio hacia los extran-
jeros en México, y no así mermar ninguna facultad del
Estado.

El mismo artículo 11 de la Constitución señala que el
ejercicio del derecho estará supeditado a las facultades
que la ley otorgue a las autoridades judiciales y admi-
nistrativas. De la lectura integral del primer párrafo del
artículo 11 se desprende que las potestades que se
otorguen al gobierno, ya sea ejecutivo o judicial, esta-
rá expresado en la ley y no en la Carta Magna; luego
entonces, la presente modificación no afecta de mane-
ra alguna las capacidades de las diferentes autoridades,
administrativas o judiciales.

No obstante, la presente reforma aporta en la visión
que se tiene del fenómeno migratorio, expresado en la
Constitución Política; donde la doctrina ha explorado
de manera clara que nuestra Ley Suprema contiene la
visión y aspiraciones de nuestra sociedad. De ahí se
desprende la necesidad de eliminar todo elemento dis-
criminatorio hacia los extranjeros o migrantes en el
país.

México ha reconocido ante la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, ante la solicitud de la opinión
consultiva OC-18/03 que se presenta una problemáti-

ca en cuanto a la protección de los derechos humanos
de los migrantes, señalando las siguientes condicio-
nes:

La protección de los derechos humanos de los trabaja-
dores migrantes es también un tema de especial interés
para México en razón de que existen, aproximada-
mente, 5 millones 998 mil 500 trabajadores mexicanos
fuera del territorio nacional. De ellos, se calcula que 2
millones 490 mil son trabajadores migrantes indocu-
mentados que, al carecer de una situación migratoria
regular, “se convierten en un blanco natural para la ex-
plotación humana y laboral, debido a su condición es-
pecialmente vulnerable”.

Tan sólo en un periodo de cinco meses (del 1 de enero
de 2002 al 7 de mayo del mismo año), México ha te-
nido que intervenir, a través de las representaciones
consulares, en alrededor de 383 casos en defensa de
los derechos humanos de trabajadores migrantes me-
xicanos, por discriminación laboral, salarios no paga-
dos, indemnización por enfermedades adquiridas en
centros de trabajo y accidentes de trabajo, entre otros
motivos. Los esfuerzos que México y otros Estados de
la región han venido realizando en defensa de los de-
rechos humanos de los trabajadores migrantes, no han
podido evitar el recrudecimiento de legislaciones y
prácticas discriminatorias contra el extranjero que bus-
ca trabajo en un país distinto al suyo, ni la regulación
del mercado de trabajo con base en criterios discrimi-
natorios, acompañados de xenofobia, la cual se ampa-
ra en la seguridad nacional, el nacionalismo o la pre-
ferencia nacional.

Respecto del fondo de la consulta, México indicó en
su solicitud:

En cuanto a la primera pregunta de la consulta (supra
párr. 4) De conformidad con el principio de igualdad
jurídica consagrado en el artículo II de la Declaración
Americana, en el artículo 24 de la Convención Ameri-
cana, en el artículo 7 de la Declaración Universal y en
el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos, toda medida que propicie un trato
perjudicialmente distinto a personas o grupos de per-
sonas que se encuentren en el territorio de un Estado
americano y sujetas a su jurisdicción, es contraria al
reconocimiento de igualdad ante la ley, que prohíbe to-
do trato discriminatorio con apoyo en la ley.4
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Ante dicha solicitud de México, queda evidente la ac-
ción de nuestro país, y la necesidad por promover la
igualdad ante la ley y eliminar la xenofobia; argumen-
to base por el cual debe modificarse la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en cuanto al
artículo 11.

La mencionada opinión consultiva, apoyada por 30
países, estableció la obligación de respetar y garanti-
zar los derechos fundamentales de los migrantes. Al
respecto, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados señaló:

La condición migratoria “constituye y debe constituir
una causal prohibida para la discriminación en nuestro
Continente, con base en la Declaración Americana, así
como [en] la Convención Americana sobre Derechos
Humanos”. El principio de no discriminación está
consagrado en todos los instrumentos de derechos hu-
manos.

En cumplimiento de dicha obligación, los Estados de-
ben abstenerse de realizar acciones que de cualquier
manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a
crear situaciones de discriminación de jure o de facto.
Esto se traduce, por ejemplo, en la prohibición de emi-
tir leyes, en sentido amplio, de dictar disposiciones ci-
viles, administrativas o de cualquier otro carácter, así
como de favorecer actuaciones y prácticas de sus fun-
cionarios, en aplicación o interpretación de la ley, que
discriminen a determinado grupo de personas en razón
de su raza, género, color, u otras causales.5

Por último, la opinión consultiva de la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos concluye en sus pri-
meros tres puntos:

1. Que los Estados tienen la obligación general de
respetar y garantizar los derechos fundamentales.
Con este propósito deben adoptar medidas positi-
vas, evitar tomar iniciativas que limiten o concul-
quen un derecho fundamental, y suprimir las medi-
das y prácticas que restrinjan o vulneren un derecho
fundamental.

2. Que el incumplimiento por el Estado, mediante
cualquier tratamiento discriminatorio, de la obliga-
ción general de respetar y garantizar los derechos
humanos, le genera responsabilidad internacional.

3. Que el principio de igualdad y no discriminación
posee un carácter fundamental para la salvaguardia
de los derechos humanos tanto en el derecho inter-
nacional como en el interno.6

En consecuencia y en congruencia con tales disposi-
ciones de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, debemos modificar la Constitución eliminando el
calificativo de perniciosos residentes objeto de la pre-
sente iniciativa: es un elemento de discriminación y
está expresado en términos de los derechos de migrar
y transitar por y a través del territorio nacional. Res-
pecto a la palabra residentes, la eliminación va en fun-
ción de que las leyes regulen lo concerniente no sólo a
los residentes en México sino a todos los extranjeros
en el país.

En 2011, la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos publicó el Informe especial sobre secuestro de

migrantes en México, donde se revelan datos impor-
tantes sobre la situación de los migrantes frente al Ins-
tituto Nacional de Migración y otras autoridades que
debería proteger sus derechos.

Durante sus visitas de trabajo, personal de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos recabó un total de
178 testimonios relativos a eventos de secuestro de
migrantes, de los cuales 153 (86 por ciento) corres-
ponden a declaraciones ofrecidas por migrantes que
fueron víctimas directas de este ilícito, mientras que
25 (14 por ciento) atañen a narraciones ofrecidas por
personas que atestiguaron los hechos delictivos.

Es importante destacar que las cifras antes citadas po-
drían resultar superiores, pues la naturaleza del delito
y la situación de vulnerabilidad en la que se encuentra
la población migrante impiden conocer de todos los
eventos de secuestro que tuvieron lugar en ese perio-
do.

El presente informe especial sobre secuestro de mi-
grantes en México reporta respecto de la nacionalidad
de las víctimas y testigos que brindaron su testimonio
a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos que
en 44.3 por ciento de los casos se trata de hondureños,
en 16.2 de salvadoreños, en 11.2 de guatemaltecos, en
10.6 de mexicanos, en 5 de cubanos, en 4.4 de nicara-
güenses, en 1.6 de colombianos y en 0.5 de ecuatoria-
nos; en el resto de los casos no fue posible determinar
la nacionalidad.
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De los testimonios recabados, 15.7 por ciento corres-
ponde a experiencias narradas por mujeres migrantes.
Por lo que hace a las regiones donde se presentaron
eventos de secuestro de migrantes, según las eviden-
cias recabadas, 67.4 por ciento de los eventos sucedió
en el sureste, 29.2 en el norte y 2.2 en el centro del pa-
ís. En el resto de los eventos no se especifica la región.
El estado donde se presentó el mayor número de testi-
monios de víctimas y testigos de secuestro es Vera-
cruz, seguido de Tabasco, Tamaulipas, San Luis Poto-
sí y Chiapas.

De los 178 testimonios recabados por la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, en 8.9 por ciento de
los casos, testigos o víctimas refieren la colusión de
alguna autoridad en la comisión del delito de se-
cuestro. Entre las más frecuentemente aludidas se
encuentran distintas corporaciones de policía mu-
nicipal, personal del Instituto Nacional de Migra-
ción e Instituciones de Seguridad pública estatal,
así como la Policía Federal.

Tan relevantes datos señalan la crisis institucional que
presenta el país en cuanto al respeto de los derechos
humanos, sobre todo los de personas en condiciones
vulnerables, como los son los migrantes centroameri-
canos. A todas luces las violaciones de las garantías
por parte de las autoridades de los diferentes órdenes
de gobierno son motivo de atención nacional, aunado
a las bandas del crimen organizado que secuestran y
reclutan a migrantes para sus fines. En consecuencia,
el trato digno y respetuoso hacia los migrantes tam-
bién es materia de seguridad pública, entendida como
una forma de combatir el crimen organizado en el pa-
ís, mas no así criminalizando la migración.

Reformar la Constitución es el primer paso para des-
vincular el modelo de seguridad con las políticas mi-
gratorias, eliminando el carácter persecutor-policial, y
promover un modelo de seguridad humana y de hospi-
talidad.

De 2012 a 2017 se tuvieron registrados 2 mil 912 mi-
grantes víctimas de algún delito; en promedio 4 de 10
migrantes fueron secuestrados, según cifras del Insti-
tuto Nacional de Migración:

El peor panorama está en Tamaulipas, lugar en el que
se concentran 974 casos de los mil 227 que hubo en to-
do el país. Esta zona se convirtió en un foco rojo des-

de 2010, año en el que se encontraron los cadáveres de
72 migrantes. Eso marcó el inicio de una violencia ex-
trema contra esta población.

De 2012 a 2017, la mitad de las víctimas de que tuvo
registro el INM fueron agredidas en Chiapas y Oaxa-
ca. La extorsión en el sur es más fuerte porque ahí los
migrantes traen más dinero…7

La presente iniciativa pretende eliminar la visión de
seguridad, persecutoria y coercitiva del fenómeno de
la migración. En primer lugar, para dar cumplimien-
to a los derechos humanos y posteriormente para dar
el trato reciproco a los migrantes extranjeros en Mé-
xico, al trato que queremos reciban los mexicanos
que emigran hacia países como Estados Unidos o Ca-
nadá.

Por ello es necesario eliminar desde la Constitución
Política de los Estado Unidos Mexicanos cualquier
elemento que induzca la discriminación y la califica-
ción negativa de la migración, como es el calificativo
de “pernicioso”, expresado en el primer párrafo del ar-
tículo 11 de la ley suprema.

Asimismo, se elimina la palabra residentes del señala-
do artículo, con objeto de preservar la congruencia y
armonía gramatical del precepto. De esta forma el ar-
tículo 11 y las leyes que regulen dicho artículo tendrán
facultades sobre todos los extranjeros en el territorio
nacional, y no asolo así los residentes en México.

Cabe señalar que a pesar de que contamos con la Ley
de Migración, publicada en mayo de 2011, de orden
público y observancia general en toda la república y
que tiene por objeto regular lo relativo al ingreso y sa-
lida de mexicanos y extranjeros al territorio de los Es-
tados Unidos Mexicanos; en ningún artículo de la
mencionada ley se hace referencia al calificativo ver-
tido en la Constitución de pernicioso. Por ese motivo,
de no tener una utilidad para la protección de los dere-
chos de los individuos o para la salvaguarda del inte-
rés general de la nación, es prescindible, y debe ser eli-
minado por ser un elemento que no coadyuva al mejor
entendimiento del fenómeno migratorio.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta so-
beranía el presente proyecto de decreto, con el si-
guiente
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Fundamento legal

El suscrito, en ejercicio de la facultad que confieren
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y 77, numeral 1,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto
de decreto:

Denominación del proyecto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el primer párrafo del artículo 11 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 11 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, a efecto de eliminar las palabras perniciosos re-

sidentes, y quedar como sigue:

Artículo 11. Toda persona tiene derecho para entrar en
la República, salir de ella, viajar por su territorio y mu-
dar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad,
pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejan-
tes. El ejercicio de este derecho estará subordinado a
las facultades de la autoridad judicial, en los casos de
responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad
administrativa, por lo que toca a las limitaciones que
impongan las leyes sobre emigración, inmigración y
salubridad general de la República, o sobre extranjeros
[perniciosos residentes] en el país.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Roxana Rodrígues Ortiz. “Epistemología de la frontera: los lími-

tes del otro”, en Revista do Centro de Educação e Letras, volumen

13, número 1; 2011.

2 Informe especial sobre secuestro de migrantes en México.

3 Ximena Suárez, Andrés Díaz, José Knippen y Maureen Meyer.

El acceso a la justicia para personas migrantes en México, un de-

recho que existe sólo en el papel, julio de 2017.

4 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión consultiva

OC-18/03, del 17 de septiembre de 2003, solicitada por los Esta-

dos Unidos Mexicanos, Condición Jurídica y Derechos de los Mi-

grantes Indocumentados.

5 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión consultiva

OC-18/03, del 17 de septiembre de 2003, solicitada por los Esta-

dos Unidos Mexicanos, Condición Jurídica y Derechos de los Mi-

grantes Indocumentados.

6 Ibídem.

7 http://www.eluniversal.com.mx/nacion/sociedad/secuestros-azo-

tan-migrantes-de-centroamerica

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 26 de noviembre de 2019.

Diputado Ulises García Soto (rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE

LOS SERVIDORES PÚBLICOS, A CARGO DEL DIPUTADO PA-
BLO GÓMEZ ÁLVAREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

Quien suscribe, diputado Pablo Gómez Álvarez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena a la LXIV
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, someto a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley Fede-
ral de Remuneraciones de los Servidores Públicos, al
tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

1. Condena judicial

El 20 de mayo de 2019, el Pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación emitió sentencia respecto de
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las acciones de inconstitucionalidad número 105/2018
y su acumulada 108/2018, promovidas por la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos y por sena-
dores integrantes de la Sexagésima Cuarta Legislatura
del Congreso de la Unión, respectivamente, en contra
de la Ley Federal de Remuneraciones de los Servido-
res Públicos, Reglamentaria de los artículos 75 y 127
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, publicada el 5 de noviembre de 2018.

En su resolución, el Tribunal Pleno invalidó algunos
artículos de la Ley, bajo la consideración de que con-
travienen diversas disposiciones de la Constitución
Federal al no acotar el margen de discrecionalidad del
legislador en su labor de determinación de las remu-
neraciones de los servidores públicos bajo criterios,
elementos o parámetros que orienten a la Cámara de
Diputados en el cumplimiento de dicha facultad que le
otorga la Constitución al momento de aprobar el Pre-
supuesto de Egresos.

La Corte refiere que uno de los objetivos de la refor-
ma constitucional del 24 de agosto de 2009 fue la de
“evitar la discrecionalidad en la determinación del
sueldo burocrático ya sea al alza o a la baja”, lo cual
–se dijo— requiere establecer “bases uniformes para
el cálculo de las remuneraciones en todos los poderes,
unidades, y órganos propios del servicio público, para
lo que se debe partir de un referente máximo, en el ca-
so, la remuneración del Presidente de la República”.

Sin embargo, el máximo tribunal considera que en la
Ley “se introdujeron hipótesis normativas que simple-
mente aluden a ese referente máximo, pero no existen
otras normas que contengan los elementos técnicos,
bases, procedimientos o metodologías que permitan
establecer la remuneración del titular del Ejecutivo Fe-
deral”.

Lo anterior es así, bajo la consideración de la mayoría
de los ministros de la Corte, porque el Constituyente
Permanente tuvo como eje a observar, en la reforma de
2009, “la proporcionalidad que debe existir entre las
remuneraciones y las funciones y responsabilidades
inherentes al cargo”. 

Para esa mayoría de ministros, “es indiscutible que la
remuneración del Presidente de la República es el re-
ferente que irradia en la fijación del resto de remune-
raciones, pero, con el fin de no distorsionar el sistema

de remuneraciones, el ´Poder Reformador´ exigió pro-
porcionalidad según las funciones y las responsabili-
dades”.

El máximo tribunal en pleno encontró que “los su-
puestos normativos de la Ley no permiten lograr ese
mandato constitucional, ya que no contienen los ele-
mentos, metodología o procedimientos para respetar la
proporcionalidad, la cual se orienta en los grados de
responsabilidad, pues a mayor responsabilidad la re-
muneración deberá incrementarse proporcionalmen-
te”.

Por ello, se demanda que la Ley exprese disposiciones
orientadas a que “esa facultad no se ejerza de manera
tal que se traduzca en arbitrariedad, es decir, que el sa-
lario del titular del Ejecutivo Federal y el del resto de
servidores públicos, incluidos los Poderes Legislativo
y Judicial y entes autónomos, sea aumentado o dismi-
nuido de manera discrecional, de tal forma que la re-
muneración sea excesiva o tan escueta que afecte la
eficacia y calidad de la función pública”.

En consecuencia, la Suprema Corte determinó la inva-
lidez de los artículos 6, párrafo primero, fracciones II,
III y IV, incisos b) y c), así como párrafo último, y 7,
párrafo primero, fracciones I, inciso a), II y IV, de la
Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Pú-
blicos, Reglamentaria de los Artículos 75 y 127 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, publicados en el Diario Oficial de la Federación
de 5 de noviembre de 2018.

En virtud de dicha declaratoria, condenó al Congreso
de la Unión a legislar respecto de las deficiencias le-
gislativas durante el periodo ordinario de sesiones pos-
terior al fallo, es decir, el actual; “sin perjuicio de que
dicha autoridad tiene la facultad para legislar de la ma-
nera que estime adecuada.”

Cabe precisar que la Corte determinó también la inva-
lidez de los artículos 217 Bis y 217 Ter del Código Pe-
nal Federal, adicionados en el mismo instrumento le-
gislativo por el que se emitió la Ley Federal de
Remuneraciones de los Servidores Públicos, por vio-
lación al principio de legalidad en su vertiente de ta-
xatividad y porque imponen una carga desproporcio-
nada al pretender tipificar conductas constitutivas del
delito de remuneración ilícita. Sin embargo, dichos
preceptos habían sido reformados por un decreto pu-
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blicado el 12 de abril de 2019, modificación trasce-
dente que eliminó los preceptos declarados inconstitu-
cionales y, en su lugar, estableció nuevas disposicio-
nes, razón por la cual la Suprema Corte no condenó al
Congreso a legislar al respecto y únicamente ordenó a
los “operadores jurídicos competentes” (juzgadores y
ministerio público) a “decidir y resolver, en cada caso
concreto sujeto a su conocimiento, de acuerdo con los
principios generales y disposiciones legales aplicables
en esta materia”.

2. Vía de cumplimiento

La presente iniciativa tiene como propósito dar cauce
al procedimiento legislativo necesario para el cumpli-
miento a la sentencia de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación.

Al respecto, debe apreciarse que, si bien la Corte in-
validó únicamente disposiciones de dos artículos, és-
tas son parte relevante del sistema que conforma la
Ley vigente. Los artículos 6 y 7 disponen el esquema
para la determinación de las remuneraciones de los
servidores públicos.

En el artículo 6 se establece: la remuneración presi-
dencial como referente de todas las demás; la regla de
proporcionalidad que restringe la posibilidad de un
servidor público para ganar una retribución superior a
la de su superior jerárquico, así como sus cuatro casos
de excepción; las reglas de la irretroactividad en el
otorgamiento y determinación de las remuneraciones,
y las reglas para la dictaminación de la compatibilidad
de dos o más trabajos.

El artículo 7 dispone: el sistema para la determinación
anual de las remuneraciones en el Presupuesto de
Egresos; la conformación de los tabuladores; el des-
glose de la remuneración presidencial, y el listado de
los entes públicos federales cuyas remuneraciones se
rigen por los principios y procedimientos dispuestos
en la Ley.

Por tales motivos, la resolución de la Suprema Corte
generó que la aplicabilidad de la Ley se viera restrin-
gida a reglas y principios que no impactan en la deter-
minación de las remuneraciones.

Por otra parte, el desarrollo legal de los principios, pa-
rámetros y criterios que demanda el fallo de la Corte

implica la revisión y modificación de diversos precep-
tos del ordenamiento, precisamente de aquellos que
contienen los principios rectores a que se sujetan las
remuneraciones; el procedimiento para su programa-
ción y presupuestación, así como el esquema de con-
trol y responsabilidades.

Conviene, entonces, una reconfiguración del ordena-
miento, de tal suerte que permita el establecimiento de
nuevos conceptos, factores, procedimientos y referen-
cias, sin que ello reporte riesgo de disonancia en el sis-
tema que la propia Ley genera y en sus principios. En
función de ello, esta iniciativa contiene la emisión de
una nueva Ley Federal de Remuneraciones de los Ser-
vidores Públicos.

3. Bases constitucionales

Es indispensable recordar que es facultad exclusiva de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión de-
terminar las remuneraciones de los servidores públicos
federales en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción, conforme lo ordenan los artículos 75 y 127, así
como, en lo relativo al proceso de aprobación presu-
puestal, el 74, fracción IV y 126, todos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, mis-
mos que expresamente disponen:

Artículo 75. La Cámara de Diputados, al aprobar

el Presupuesto de Egresos, no podrá dejar de seña-

lar la retribución que corresponda a un empleo que

esté establecido por la ley; y en caso de que por

cualquiera circunstancia se omita fijar dicha remu-

neración, se entenderá por señalada la que hubiere

tenido fijada en el Presupuesto anterior o en la ley

que estableció el empleo.

En todo caso, dicho señalamiento deberá respetar

las bases previstas en el artículo 127 de esta Cons-

titución y en las leyes que en la materia expida el

Congreso General.

Los poderes federales Legislativo, Ejecutivo y Judi-

cial, así como los organismos con autonomía reco-

nocida en esta Constitución que ejerzan recursos

del Presupuesto de Egresos de la Federación, de-

berán incluir dentro de sus proyectos de presupues-

tos, los tabuladores desglosados de las remunera-

ciones que se propone perciban sus servidores

públicos. Estas propuestas deberán observar el
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procedimiento que para la aprobación del presu-

puesto de egresos, prevé el artículo 74 fracción IV

de esta Constitución y demás disposiciones legales

aplicables.

Artículo 127. Los servidores públicos de la Fede-

ración, de las entidades federativas, de los Munici-

pios y de las demarcaciones territoriales de la Ciu-

dad de México, de sus entidades y dependencias,

así como de sus administraciones paraestatales y

paramunicipales, fideicomisos públicos, institucio-

nes y organismos autónomos, y cualquier otro ente

público, recibirán una remuneración adecuada e

irrenunciable por el desempeño de su función, em-

pleo, cargo o comisión, que deberá ser proporcio-

nal a sus responsabilidades.

Dicha remuneración será determinada anual y

equitativamente en los presupuestos de egresos co-

rrespondientes, bajo las siguientes bases:

I. Se considera remuneración o retribución toda

percepción en efectivo o en especie, incluyendo die-

tas, aguinaldos, gratificaciones, premios, recom-

pensas, bonos, estímulos, comisiones, compensa-

ciones y cualquier otra, con excepción de los

apoyos y los gastos sujetos a comprobación que se-

an propios del desarrollo del trabajo y los gastos de

viaje en actividades oficiales.

II. Ningún servidor público podrá recibir remune-

ración, en términos de la fracción anterior, por el

desempeño de su función, empleo, cargo o comi-

sión, mayor a la establecida para el Presidente de

la República en el presupuesto correspondiente.

III. Ningún servidor público podrá tener una remu-

neración igual o mayor que su superior jerárquico;

salvo que el excedente sea consecuencia del desem-

peño de varios empleos públicos, que su remunera-

ción sea producto de las condiciones generales de

trabajo, derivado de un trabajo técnico calificado o

por especialización en su función, la suma de di-

chas retribuciones no deberá exceder la mitad de la

remuneración establecida para el Presidente de la

República en el presupuesto correspondiente.

IV. No se concederán ni cubrirán jubilaciones, pen-

siones o haberes de retiro, ni liquidaciones por ser-

vicios prestados, como tampoco préstamos o crédi-

tos, sin que éstas se encuentren asignadas por la

ley, decreto legislativo, contrato colectivo o condi-

ciones generales de trabajo. Estos conceptos no

formarán parte de la remuneración. Quedan ex-

cluidos los servicios de seguridad que requieran los

servidores públicos por razón del cargo desempe-

ñado.

V. Las remuneraciones y sus tabuladores serán pú-

blicos, y deberán especificar y diferenciar la totali-

dad de sus elementos fijos y variables tanto en efec-

tivo como en especie.

VI. El Congreso de la Unión y las Legislaturas de

las entidades federativas, en el ámbito de sus com-

petencias, expedirán las leyes para hacer efectivo

el contenido del presente artículo y las disposicio-

nes constitucionales relativas, y para sancionar pe-

nal y administrativamente las conductas que impli-

quen el incumplimiento o la elusión por simulación

de lo establecido en este artículo.

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cáma-

ra de Diputados:

I. a III. …

IV. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos

de la Federación, previo examen, discusión y, en su

caso, modificación del Proyecto enviado por el Eje-

cutivo Federal, una vez aprobadas las contribucio-

nes que, a su juicio, deben decretarse para cubrir-

lo. Asimismo, podrá autorizar en dicho Presupuesto

las erogaciones plurianuales para aquellos proyec-

tos de inversión en infraestructura que se determi-

nen conforme a lo dispuesto en la ley reglamenta-

ria; las erogaciones correspondientes deberán

incluirse en los subsecuentes Presupuestos de Egre-

sos.

El Ejecutivo Federal hará llegar a la Cámara la

Iniciativa de Ley de Ingresos y el Proyecto de Pre-

supuesto de Egresos de la Federación a más tardar

el día 8 del mes de septiembre, debiendo compare-

cer el secretario de despacho correspondiente a dar

cuenta de los mismos. La Cámara de Diputados de-

berá aprobar el Presupuesto de Egresos de la Fe-

deración a más tardar el día 15 del mes de noviem-

bre.
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Cuando inicie su encargo en la fecha prevista por

el artículo 83, el Ejecutivo Federal hará llegar a la

Cámara la iniciativa de Ley de Ingresos y el pro-

yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación

a más tardar el día 15 del mes de noviembre.

No podrá haber otras partidas secretas, fuera de

las que se consideren necesarias, con ese carácter,

en el mismo presupuesto; las que emplearán los se-

cretarios por acuerdo escrito del Presidente de la

República.

Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación de

la iniciativa de Ley de Ingresos y del Proyecto de

Presupuesto de Egresos, cuando medie solicitud del

Ejecutivo suficientemente justificada a juicio de la

Cámara o de la Comisión Permanente, debiendo

comparecer en todo caso el Secretario del Despa-

cho correspondiente a informar de las razones que

lo motiven;

V. a IX. …

Artículo 126. No podrá hacerse pago alguno que

no esté comprendido en el Presupuesto o determi-

nado por la ley posterior.

Es también oportuno recordar que el artículo 134
constitucional establece principios que constituyen ci-
mientos para el ejercicio racional de los recursos pú-
blicos, como son los de eficiencia, eficacia, economía,
transparencia y honradez; principios que también im-
pactan el ejercicio del gasto en servicios personales, el
cual, se deduce, debe ser austero, si bien con una polí-
tica que permita eficiencia y eficacia en la prestación
de los servicios que precisa la función pública.

Sobre tales bases constitucionales debe desarrollarse
el sistema de parámetros para la fijación de rangos en
los tabuladores entre cuyos montos mínimos y máxi-
mos habrá de aplicarse la metodología correspondien-
te para la fijación de remuneraciones en los proyectos
de presupuestos que los entes públicos pondrán a con-
sideración de la Cámara de Diputados. Dentro de los
mismos rangos dicho órgano legislativo federal habrá
de moverse para su examen, discusión, en su caso, mo-
dificación y determinación, en el proceso de aproba-
ción del Presupuesto de Egresos de la Federación para
cada año.

Dentro de dichas bases, la Corte identificó dos princi-

pios que deben regir el sistema aludido y que, por tan-
to, deben ser desarrollados en la legislación reglamen-
taria. El principio de adecuación de la remuneración,
así como el de proporcionalidad que ésta debe guardar
con la responsabilidad derivada de la función que ejer-
ce cada servidor público. 

La presente iniciativa propone el desarrollo de ambos
elementos, contemplando la disposición de parámetros
que permitan hacerlos efectivos. 

4. Parámetros de adecuación

Que el esquema de remuneraciones en el servicio pú-
blico sea acorde con el estado que observa la econo-
mía nacional, representa una condición necesaria para
que pueda comenzar a afirmarse que una u otra remu-
neración son adecuadas. Que dicho esquema permita a
los servidores públicos de cualquier nivel proveer de
una vida digna a su familia, es también indispensable
para ello. Es adecuado, igualmente, que el esquema re-
conozca el distinto grado de preparación o esfuerzo
que observan los servidores públicos en un mismo
grupo jerárquico, si bien, este será también un ele-
mento de proporcionalidad, el cual no anula el princi-
pio de salario igual a trabajo igual.

Respecto del criterio de adecuación, consideramos re-
levantes dos indicadores económicos para la determi-
nación del grado de bienestar que puede generar una
remuneración en un servidor público y su familia, mis-
mos que además guardan relación directa con la situa-
ción económica del país. Se trata del Producto Interno
Bruto per cápita (PIBpc), así como el salario mínimo
general (SMG). Aclarando que, si bien, el primero es
oscilante, ya que se desprende del comportamiento de
los distintos factores que se desenvuelven libres en el
devenir económico, puede ser estabilizado en una me-
dia de tiempo y puede convivir también con factores
de ajuste que permitan que las remuneraciones no se-
an volátiles. Para ello se propone acudir al SMG como
criterio que puede proporcionar estabilidad al cálculo
de las remuneraciones, como veremos adelante y, por
ello, puede también aportar al criterio de adecuación.

El PIB per cápita es la relación que existe entre el Pro-
ducto Interno Bruto y el índice poblacional del mismo
año. Su oportunidad como indicador para la genera-
ción de un factor adecuado para la determinación de
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las remuneraciones queda patente en el párrafo si-
guiente:

“En el ámbito internacional se utiliza para expresar
el potencial económico de los países. Por lo tanto,
da idea de sus capacidades relativas para destinar
recursos a la educación. Debido a que generalmen-
te el estándar de vida tiende a incrementarse a me-
dida que el PIBpc aumenta, éste se utiliza como una
medida indirecta de la calidad de vida de la pobla-
ción en una economía.”1

Al respecto, el Centro de Estudios sobre Finanzas Pú-
blicas de la Cámara de Diputados, en la opinión emiti-
da en el presente año en cumplimiento del artículo 17
Bis de la propia Ley Federal de Remuneraciones de
los Servidores Públicos vigente, refiere un esquema
propuesto por una de las instituciones académicas,
consultada por ley para esa labor, según el cual, partir
del uso del PIB per cápita permitiría mantener una co-
rrespondencia con la realidad económica del país,
siendo éste un indicador del tamaño de la economía y
el bienestar.2

El propio estudio recurre al indicador en cuestión para
realizar un comparativo entre los salarios de jefes del
Ejecutivo de varios países del mundo.3

Así, recurrimos al PIB per cápita como indicador per-
tinente para la construcción de parámetros que propor-
cionen adecuación a las remuneraciones resultantes de
su aplicación, bajo los criterios expuestos antes. Pará-
metros que, a su vez, conducirán a la proporcionali-
dad. Pero no se propone que el PIBpc rija como pará-
metro específico para una y otra característica, pues se
trata, por un lado, de un indicador variable.

Como la propia Suprema Corte reconoce en su fallo, la
remuneración del Presidente de la República es el re-
ferente que irradia en la fijación del resto de las remu-
neraciones. Por ello, se propone que el primer pará-
metro de adecuación se realice precisamente en el
cálculo de esa máxima retribución. 

Como se ha dicho, se propone el uso de indicador
PIBpc, pero estabilizado en una línea de tiempo, para
evitar su volatilidad. Para ello, como primer paso, se
plantea el establecimiento de un PIBpc promedio de
los tres años anteriores al de ejercicio del Presupuesto
de Egresos, lo que incluye al año de presupuestación,

en donde el PIBpc debe considerarse con cierre al mes
de octubre, pues durante la primera quincena del mes
de noviembre es aprobado el Decreto de Presupuesto
de Egresos de la Federación por la Cámara de Diputa-
dos, conforme lo dispone el artículo 42 de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Cabe aclarar que la línea de tiempo a promediar se fi-
ja en tres años anteriores al de ejercicio, en considera-
ción de que una línea semejante es determinada por la
invocada Ley de Presupuesto, en su artículo 31, para la
construcción del referente adecuado en la determina-
ción del precio del petróleo que será estimado en la
aprobación del paquete económico de cada año. Lo
que se contempla como una buena referencia, apre-
ciando que ha funcionado adecuadamente, consideran-
do que la mezcla internacional tiene una volatilidad
aún superior que el PIB. 

Por otro lado, se incluye en el cálculo el PIBpc corres-
pondiente al año en que se programa y aprueba el Pre-
supuesto, aún y cuando no se tiene el número final con
el que cerrará el año, para evitar el desface que se pro-
duciría de considerar tres años completos anteriores al
de presupuestación, pues lo aprobado habrá de apli-
carse hasta el año siguiente.

Al PIBpc promedio de tres años que resulta le atribui-
mos la denominación de Producto Interno Bruto per

cápita de referencia. 

Una vez obtenido el indicador de referencia, se con-
templa éste como un criterio en cuyo entorno puede
considerarse que un ingreso es adecuado a la repre-
sentación media de la calidad de vida que prevalece en
el país. Pero no se fija como ingreso mínimo en el sec-
tor público, precisamente porque el movimiento que
observa el PIB per cápita puede producir distorsiones
al alza o a la baja, tanto en la remuneración, como en
su impacto en la suficiencia presupuestal de los entes
públicos. Es preciso generar otros parámetros y crite-
rios de estabilización.

Bajo la consideración anterior, para fijar el primer pa-
rámetro se plantea multiplicar el indicador obtenido
por el número de grupos jerárquicos que compone la
Administración Pública Federal, nueve, y adicionar
como décimo nivel el del Presidente de la República.
Esa escala jerárquica y salarial ha funcionado durante
varios gobiernos de diversos partidos, por lo que pue-
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de considerarse probada, además de que tiene como
cabeza al referente jerárquico de las remuneraciones,
el Presidente.

Como se aprecia, la escala se forma entorno del PIBpc
de referencia, pero no se propone generarla partiendo
de esa unidad e incrementando sistemáticamente una
unidad adicional a cada nivel jerárquico, porque ello
genera una distorsión en la proporcionalidad, toda vez
que se trata de una medida fija en numerario que re-
presenta una proporción de la remuneración mucho
mayor en los primeros niveles de la escala que en los
superiores.

El resultado es el cálculo del primer parámetro: el lí-
mite máximo de la remuneración de que puede gozar
el Presidente de la República se ubica, en principio, en
diez veces el PIBpc de referencia.

Para la determinación del segundo parámetro –el lími-
te inferior de la remuneración presidencial– se propo-
ne establecer una deducción al límite máximo del
equivalente a dos PIBpc de referencia. 

Lo anterior permite seguir en la lógica de considerar al
PIBpc de referencia como unidad, pero entendiendo
que plantear la deducción de únicamente una unidad,
que representaría el 10% a la baja respecto del límite
máximo, podría no ser suficiente para amortiguar una
caída o un incremento importante en el valor de dicho
indicador y generaría la necesidad de una disminución
o un incremento en la remuneración. Ello, a la luz de
que entre los años 2014 y 2017 el PIBpc tuvo una ca-
ída de alrededor del 10%.

Con ello, se completan los parámetros relativos a la re-
muneración máxima y mínima posibles para el Presi-
dente de la República. Sin embargo, como hemos ad-
vertido, tomar como único referente el indicador
PIBpc, así sea estabilizado con el promedio trianual,
deja espacio a un margen relativamente importante de
volatilidad. Por ello se plantea el establecimiento de
parámetros de control que abonen aún más a la estabi-
lización.

Como señalamos antes, se considera que, al igual que
el PIBpc, el salario mínimo general (SMG) es un indi-
cador fuertemente arraigado a las condiciones econó-
micas nacionales, así como un referente de bienestar, a
pesar de que como unidad no ha alcanzado la propor-

ción necesaria para garantizarlo. Por ello, se propone
generar una banda de estabilización con la propiedad
de ser dinámica, para adecuarse cada seis años a las
condiciones económicas y reiniciar así la relación en-
tre ambos indicadores.

Una vez obtenidos los parámetros máximo y mínimo
para la remuneración presidencial conforme al PIBpc
de referencia, durante el proceso de presupuestación
del año en que el Presidente inicia su encargo, el má-
ximo se divide entre el valor actual del salario mínimo
general. El resultado se redondea y queda expresado
en número de veces el SMG, constituyendo así el pa-
rámetro que denominamos límite máximo de referen-

cia. Una operación exactamente igual se realiza con el
parámetro mínimo obtenido conforme al PIBpc para
obtener el parámetro que denominamos límite mínimo

de referencia.

Como es de suponerse, para el año en que el Presiden-
te inicia su mandato recibirá por unos meses la misma
remuneración que su antecesor, pues al momento en
que toma protesta se encuentra vigente el presupuesto
de ese año y, en proceso legislativo, el del año si-
guiente. Pues bien, para el siguiente ejercicio, su re-
muneración queda definida dentro de una banda de
mínimos y máximos en la cual los parámetros fijados
conforme al indicador PIBpc y conforme al de salarios
mínimos son prácticamente idénticos. Sin embargo,
durante los siguientes años de su mandato el compor-
tamiento de unos y otros habrá de diferenciarse.

Los parámetros correspondientes al PIBpc fluctuarán
de conformidad con el comportamiento de la econo-
mía, mientras que los parámetros fijados conforme al
salario mínimo crecerán de manera relativamente con-
servadora (cuando menos la inflación, aunque durante
el presente sexenio se espera una escalada mayor para
estabilizarlo en un verdadero nivel mínimo de bienes-
tar, lo cual implica una recuperación histórica del sa-
lario mínimo).

Unos y otros parámetros deberán ser cumplidos simul-
táneamente al momento de determinar la remunera-
ción presidencial, a tal grado que los límites mínimos
y los máximos servirán de control entre los mismos.
Así, cuando el PIBpc de referencia se incremente de
manera considerable, el límite máximo de referencia
conforme a SMG restringirá la posibilidad de la remu-
neración de crecer en proporción al PIBpc. Por el con-
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trario, cuando el PIBpc disminuya, el límite mínimo
de referencia establecido conforme a salario mínimo
no permitirá una disminución drástica de la remunera-
ción.

Únicamente en caso de que exista un importante mo-
vimiento al alza tanto del PIBpc de referencia como
del valor del SMG los parámetros concederían la posi-
bilidad de que la Cámara de Diputados incrementara
en forma inusitada la remuneración total del Presiden-
te de la República y, con ello, la referencia para las de-
más remuneraciones.

Ahora bien, es patente la posibilidad de que los diver-
sos comportamientos entre el PIB y el SMG produz-
can con el tiempo una correlación de límites que ge-
nere dificultades para la determinación de las
remuneraciones. Ello no sería extraño en nuestro país,
en donde el poder de compra del salario mínimo se ha
rezagado por largos periodos perdiendo varias veces
su valor; o bien, por el contrario, cuando hay momen-
tos en el que dicha unidad ha recuperado su valor en
un corto plazo, comportamiento que depende de la po-
lítica económica y no de necesariamente de factores
económicos. Lo anterior, aunado al comportamiento
volátil del PIBpc, que ya se ha descrito. 

Pues bien, esa probable dificultad será superada el año
en que ingrese el nuevo mandatario, puesto que habrá
de calcularse nuevamente el monto en número de
SMG que conformará el parámetro que denominamos
límites máximo y mínimo de referencia. Por ese siste-
ma de reinicio de la relación entre parámetros, las po-
tenciales dificultades antes referidas no debieran ser
relevantes. Si lo fueran, estaríamos frente a una con-
tingencia económica, una crisis, lo que permitiría la
activación de una norma específica, misma que está
contenida en el proyecto de Ley.

5. Parámetros de proporcionalidad

El segundo elemento abordado en la sentencia de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación es el princi-
pio de proporcionalidad. Conforme a éste, como se
ha dicho antes, se considera que el eje de la reforma
constitucional de 2009 es la proporcionalidad, la
cual debe regir la relación entre las remuneraciones,
las funciones y las responsabilidades inherentes al
cargo.

De acuerdo con el criterio de la Suprema Corte, dicho
principio se orienta “en los grados de responsabilidad,
pues a mayor responsabilidad la remuneración deberá
incrementarse proporcionalmente”.

Al respecto, cabe destacar que en el Manual de Per-
cepciones de los Servidores Públicos de las Depen-
dencias y Entidades de la Administración Pública Fe-
deral, está contenido el “Tabulador de Sueldos y
Salarios Brutos del Presidente de la República y de los
Servidores Públicos de Mando y de Enlace de las De-
pendencias y sus Equivalentes en las Entidades”, mis-
mo que se construye de conformidad con el “Sistema
de Valuación de Puestos”, definido en el mismo Ma-
nual como “la metodología para determinar el valor de
los puestos por grupo y grado, en donde el valor se ob-
tiene de la información y características de éstos”.

Dicho Sistema es referido por el estudio del CEFP de
la Cámara de Diputados como la Metodología Hay,
misma que considera como de amplio uso en diversos
países del mundo, tanto en sector público como priva-
do.4 Metodología de valuación de puestos que, afirma
el estudio, “permite llegar al establecimiento de pun-
tos a los distintos grupos jerárquicos, en función del
grado de responsabilidad, especialización, nivel de es-
colaridad, experiencia, habilidades, nivel de riesgo,
entre otros factores asociados al puesto, conforme a
los perfiles establecidos en los manuales respecti-
vos.”5

Bajo ese Sistema, el Tabulador establece una escala je-
rárquica definida en Grupos, Grados y Niveles. Dicho
esquema se describe en el Anexo 3C del mismo ma-
nual, en una tabla denominada “Convertidor del Tabu-
lador de Sueldos y Salarios Brutos del Presidente de la
República y de los Servidores Públicos de Mando y de
Enlace de las Dependencias y sus Equivalentes en las
Entidades”, como a continuación se muestra:
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Vigente a partir del 1 de enero de 2019

Como se aprecia, el Convertidor dispone un total de
nueve grupos, dentro de los cuales los siete inferiores
están divididos en tres grados cada uno, mientras que
los dos superiores, Secretario y Subsecretario, cuentan
con únicamente un grado. A su vez, los cuatro grupos
inferiores están divididos en tres niveles cada uno, que
son transversales a los grados. Una vez realizado el
ejercicio de valuación, el referido Tabulador adquiere
datos, considerando ahora sí un nivel superior a todos
los grupos, que es el correspondiente al Presidente de
la República. El resultado para el ejercicio de 2019 se
muestra de la siguiente forma:

Vigencia de aplicación 1 de enero de 2019

*_/ Los montos que se asignan en el presente tabu-

lador de sueldos y salarios brutos, una vez aplica-

das las disposiciones fiscales, se ubican dentro de

los límites de sueldos y salarios netos a que se re-

fiere el Anexo 3B.

La actualización del Tabulador podrá realizarse en

términos de lo que establece el artículo 17 del pre-

sente Manual.

Los Titulares de las Unidades de Administración y

Finanzas se ubican en el grupo J y grados 1 y 2.
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Al final, el Tabulador de la Administración Pública Fe-
deral está dividido en diez grupos jerárquicos, si se
considera como uno de esos al Presidente de la Repú-
blica; y para los efectos de la legislación que fije los
parámetros para la determinación de las remuneracio-
nes debe considerarse de ese modo, puesto que el Pre-
sidente es la cabeza de la Administración Pública Fe-
deral, siendo a la vez el referente que irradia a todo el
sistema de remuneraciones de las y los servidores pú-
blicos mexicanos.

Por esa razón y porque actualmente ya está consolida-
do en la Administración Pública Federal el Sistema de
Valuación de Puestos como metodología para la defi-
nición de remuneraciones mediante el despliegue de
criterios de proporcionalidad, toda vez que se ha ejer-
cido con éxito en la propia Administración, es que
consideramos oportuno retomar esa escala general
conforme a diez grupos, como referente para la defini-
ción de los parámetros que permitan el desarrollo del
principio de proporcionalidad exigido por la Suprema
Corte.

Ahora bien, una vez determinados los parámetros para
el cálculo de los límites máximo y mínimo de la re-
muneración presidencial, consideramos que lo adecua-
do es, como define la Corte, que dichos límites irra-
dien hacia las jerarquías inferiores, mediante el
parámetro general de proporcionalidad que permita
determinar un mínimo y un máximo de remuneración
para cada grupo, respetando las reglas constitucionales
y considerando los grados de responsabilidad. Por lo
tanto, el parámetro buscado debería garantizar por sí
mismo un esquema que resulte proporcional, en prin-
cipio, en términos matemáticos. 

Al respecto, una de las instituciones académicas con-
sultadas por el CEFP para realizar el estudio referido
con anterioridad formuló una sugerencia respecto de
los parámetros y la metodología que pudiera desarro-
llar el legislador federal en el ordenamiento que usara
para cumplir la condena de la Corte. 

Su idea, en resumen, consistiría en tomar el PIBpc co-
mo indicador; fijar un primer parámetro en dos PIBpc
como límite mínimo a la remuneración para el grupo
de menor jerarquía en la Administración Pública y,
desde ahí, incrementar un PIBpc por cada grupo hasta
llegar al Presidente de la República. 

Como hemos dicho antes, consideramos acertado uti-
lizar el PIBpc como indicador para la determinación
de los parámetros mínimo y máximo en la determina-
ción de la remuneración adecuada para el Presidente
pues, al igual que lo aprecia la institución académica
referida, se corresponde “con la realidad económica
del país en tanto que el PIB per cápita nacional anual
es un indicador del tamaño de la economía y del bien-
estar.”6

Sin embargo, la escala propuesta por esa institución en
el estudio aludido no genera el efecto deseado de pro-
porcionalidad. Ello sería así porque el PIBpc es una
unidad de medida monetaria que vale lo mismo en los
grupos jerárquicos inferiores que en los superiores.
Así, mientras que para los servidores públicos que se
ubican en los primeros niveles de la escala el ascenso
de grupo les reportaría un incremento del 50% a cerca
del 100% de su sueldo, ente los grupos jerárquicos su-
periores el incremento, al ascender de grupo, pudiera
significar un 10% o menos, siendo que en entre los
grupos de mayor jerarquía la diferencia en responsabi-
lidad puede ser exponencial.

Por ello, se considera que el parámetro buscado debe
disponerse en forma de porcentaje. Ello garantiza que,
matemáticamente, la escala se desdoble de manera
proporcional: tanto en los grupos de alta jerarquía, co-
mo en los de menor, el porcentaje de incremento me-
diante ascenso de grupo resulta semejante, si bien, no
exacto, porque dentro de cada grupo la determinación
de las remuneraciones se mueve en una banda delimi-
tada por un mínimo y un máximo, para permitir que
dentro de esos linderos se fijen los grados y niveles pa-
ra cada grupo.

Ahora bien, obtenidos los parámetros para fijar la ban-
da dentro de la que se determinará la remuneración
presidencial, lo adecuado es que el parámetro porcen-
tual que generará la escala de proporcionalidad entre
los distintos grupos irradie desde ese alto nivel hacia
los niveles de menor jerarquía. Es decir, la propuesta
es que se determine la remuneración adecuada para el
Presidente y respecto de ésta se disponga un porcenta-
je fijo que determinará el límite menor de la percep-
ción del grupo inferior jerárquico, con lo que se consi-
gue el primer parámetro de proporcionalidad.

Enseguida, es adecuado establecer un segundo porcen-
taje que, aplicado sobre el monto que resulte del pri-
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mer parámetro de proporcionalidad, permita fijar el lí-
mite superior de esa remuneración en un rango relati-
vamente amplio para que exista un margen suficiente
para la aplicación de grados y niveles dentro de cada
grupo con diferencias salariales razonables sin detri-
mento de la garantía que el sistema ofrece para res-
guardo de los principios de adecuación y proporciona-
lidad en las remuneraciones. Sirva un ejemplo con
datos hipotéticos para ilustrar:

Como se aprecia:

a) Entre la remuneración presidencial y el límite mí-
nimo dispuesto para un Secretario hay una distancia
considerable;

b) Entre el límite superior del Secretario y la remu-
neración del Presidente hay un porcentaje menor,
pero lo hay, y

c) Entre el límite inferior y el límite superior del Se-
cretario hay una banda amplia en la que podrá defi-
nirse la remuneración, con lo que se conforma un
margen de discrecionalidad para la Cámara de Di-
putados del H. Congreso de la Unión en un Grupo
cuya naturaleza del nombramiento es eminente-
mente política y en el que el grado de responsabili-
dad puede ir desde moderado a muy amplio, depen-
diendo la secretaría de que se trate. Ello, sin que se
ponga en riesgo el principio de adecuación ni el de
proporcionalidad, pues en este nivel el criterio polí-
tico y la subjetividad en el nombramiento son pre-
ponderantes.

Para fijar los límites mínimo y máximo de las remu-
neraciones del Secretario, dichos parámetros se repro-
ducen en los niveles siguientes de la escala jerárquica
hasta llegar al nivel de menor jerarquía, el Enlace. La
cuenta sería la siguiente:

Ahora bien, una vez que se llega al Grupo J “Jefe de
Unidad”, el tabulador desdobla los grupos en tres gra-
dos. Y a partir del Grupo M “Dirección de Área” cada
grado se subdivide en 3 niveles. Lo cual precisa de un

margen relativamente amplio entre los límites máxi-
mos y mínimos de la remuneración definida para cada
Grupo, a efecto de que sea viable la valuación de pues-
tos entre grados y niveles de tal forma que entre éstos
se generen diferencias razonables. El siguiente ejem-
plo da muestra de ello:

Como se aprecia, entre el límite inferior y el límite su-
perior del Secretario hay una banda razonable en la
que podrá definirse la remuneración conforme a gra-
dos y niveles, mediante la metodología de evaluación
de cargos y con la aprobación, dentro de ese margen de
discrecionalidad, de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión.

Dichos parámetros para fijar los límites mínimo y má-
ximo de las remuneraciones del Secretario, se repro-
ducen en los niveles siguientes de la escala jerárquica
hasta llegar al nivel de menor jerarquía, el enlace. La
cuenta sería la siguiente:

La tabla anterior se obtiene mediante la aplicación de
los parámetros relacionados antes, de la siguiente for-
ma:

a) Obtención de la remuneración presidencial:

i. El Producto Interno Bruto per cápita promedio
de los últimos 3 años, incluido el actual (con cie-
rre a octubre), arroja una cifra de $196,973 pe-
sos.
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ii. El PIBpc de referencia multiplicado por 10 (9
Grupos del Tabulador de la Administración Pú-
blica Federal, más el nivel del Presidente) arro-
ja una cifra de $1,969,728 pesos, lo que consti-
tuye el límite máximo para la determinación de
la Remuneración Total Anual (RTA) del Presi-
dente de la República.

iii. Al dividir el límite máximo de la RTA del
Presidente ente 12, se obtiene un límite mensual
de $164,144.

iv. Al restar al límite máximo el monto equiva-
lente al PIBpc de referencia por dos y dividir el
monto entre 12, se obtiene un límite mínimo para
la determinación de la remuneración total men-
sual del Presidente, en el orden de $131,315.

v. Dentro del rango que forman el mínimo y el
máximo, la Cámara de Diputados determina la
remuneración a propuesta del Ejecutivo Federal,
en forma razonada y bajo el procedimiento dis-
puesto en la Ley, aunque con discrecionalidad al
ser una potestad soberana. En el Presupuesto de
Egresos de la Federación para el ejercicio 2020
quedó determinada en $143,055 pesos mensua-
les.

b) Obtención del parámetro de estabilización de la
remuneración presidencial, mediante el indicador
salarios mínimos:

i. Obtenido el factor límite máximo de la remu-
neración presidencial anual usando el indicador
PIBpc, conforme se señaló en el inciso anterior,
se divide entre el valor anual del salario mínimo
general vigente y el resultado se expresa: 53 ve-
ces el salario mínimo general vigente anualiza-
do.

ii. Una operación idéntica se realiza con el factor
límite mínimo de la remuneración presidencial
con base en el PIBpc, el resultado es: 42 veces el
salario mínimo general vigente anualizado.

Como es evidente, la utilidad de los límites máximo y
mínimo de referencia así obtenidos se presentará has-
ta el siguiente proceso de presupuestación, en donde el
PIBpc se habrá ajustado al alza o a la baja, conforme
se mueva la economía.

a) Obtención de la remuneración de los servidores
públicos de la Administración Pública Federal:

i. La remuneración total mensual del Presidente
se multiplica por 73%, con lo que se obtiene el
límite mínimo de la remuneración del Secretario
de Estado, al ser el nivel jerárquico inmediata-
mente inferior al Presidente. El resultado es una
cifra que asciende a $104,430 pesos. 

ii. La cifra anterior se multiplica por 35%, con lo
que se obtiene el límite máximo de la remunera-
ción de dicho servidor público. Un monto de
$140,981 pesos.

iii. Dentro del rango que forman el mínimo y el
máximo, la Cámara de Diputados determina la
remuneración a propuesta del Ejecutivo Federal.

La remuneración del resto de los servidores públicos
del tabulador de la Administración Pública Federal se
ciñe exactamente a las mismas reglas anteriores. El re-
sultado, es la tabla bajo análisis.

Con los parámetros de proporcionalidad entre los dis-
tintos grupos de servidores públicos en la Administra-
ción Pública Federal y sus equivalencias se elimina la
discrecionalidad con la que actualmente fija remune-
raciones la Cámara de Diputados. Se da oportunidad
también al esquema de valuación de puestos que ins-
trumentan la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
y la Secretaría de la Función Pública.

6. Criterio de irrenunciabilidad

La Suprema Corte demanda de este órgano legislativo
federal regule la característica de irrenunciabilidad de
la remuneración de los servidores públicos. Es notorio
que el fallo no abunda en el análisis de este elemento,
como sí lo hace con la característica de adecuación y,
significativamente, con el principio de proporcionali-
dad, lo que quizá se deba a que el artículo 127 consti-
tucional no da margen para la configuración normati-
va de distintos términos, condiciones, grados, formas
o procedimientos que pudieran constituir una regula-
ción relativa a la característica, fijada históricamente,
de que la percepción de los servidores públicos es irre-
nunciable, es decir, no se admiten trabajos gratuitos en
el servicio público. De manera directa y definitiva, la
Constitución prohíbe que un servidor público renuncie
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a la remuneración que deba corresponderle por el ejer-
cicio de su función, constituida ésta de conformidad
con lo que dispone el propio orden normativo superior,
de tal suerte que no queda al legislador más posibili-
dad que reiterar dicha prohibición en la legislación se-
cundaria, como lo que es: un elemento que iguala a to-
do servidor público, un común denominador. La ley,
por su lado, no es un tratado de sociología política co-
mo para hacer la historia de cada precepto jurídico, la
cual, eventualmente, queda a cargo, para efectos de su
interpretación, de los órganos encargados de decir el
derecho.

7. Consideraciones de política legislativa

Por lo anterior, la Cámara de Diputados ha continuado
en la consecución de un sistema de remuneraciones,
adecuado y proporcional, mediante lo siguiente:

- La aprobación del Decreto por el que se expide la
Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el
día 5 de noviembre de 2018.

El proyecto de la ley de referencia fue aprobado en la
Cámara de Senadores el 8 de noviembre de 2011 y re-
mitido a la Cámara de Diputados para su revisión dos
días después y tiene por objetivo cumplir con el Cuar-
to Transitorio de la reforma constitucional del artículo
127 aprobada en el año 2009, el cual obligaba al Con-
greso de la Unión a expedir una ley para hacer efecti-
vo el contenido de la reforma constitucional y para
sancionar penal y administrativamente las conductas
que implicaran incumplimiento de lo dispuesto en el
artículo 127 de la Constitución. Cabe destacar que la
expedición demorada de la Ley de Remuneraciones de
los Servidores Públicos el 5 de noviembre de 2018 im-
plicó una omisión legislativa de ocho años de dura-
ción, tiempo durante el cual no se presentó recurso al-
guno en sede judicial.

El proyecto de ley de remuneraciones de 2011 no sólo
partió de un mandato del decreto con el que se expi-
dieron las reformas a los artículos 75 y 127 constitu-
cionales sino también de la necesidad de hacer efecti-
vas las nuevas disposiciones en materia precisamente
de remuneraciones de servidores públicos.

Cuando la Cámara de Diputados aprobó el proyecto
enviado por el Senado ocho años antes, el Ejecutivo se

abstuvo de promulgarla o devolverla, por lo cual, el
presidente de la cámara de origen procedió a su publi-
cación.

Luego de lo anterior, se presentaron varios recursos
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así co-
mo numerosos amparos.

Siempre, en la historia del país, el órgano legislativo
facultado había fijado la remuneración del Presidente
de la República y de los altos funcionarios federales en
forma discrecional, es decir, como expresión de una
política de sueldos. Durante las últimas décadas, la re-
muneración del Presidente de la República aumentaba
constantemente, aunque el producto por habitante dis-
minuyera y aunque el salario mínimo tuviera decre-
mentos en términos reales. No existió nunca paráme-
tro alguno para fijar la remuneración presidencial y de
los altos funcionarios. No hubo, sin embargo, ningún
recurso en sede judicial.

La exigencia de implantar “parámetros” tampoco sur-
gió en el año 2011 cuando el Senado aprobó el pro-
yecto de ley ni durante los ocho años posteriores,
cuando dicho proyecto fue congelado en la Cámara de
Diputados.

Las inconformidades se presentaron cuando la Cáma-
ra de Diputados aprobó la nueva ley de remuneracio-
nes y, con posterioridad y aunque sin aplicar dicha ley
sino directamente la Constitución, resolvió una dismi-
nución de la remuneración del Presidente de la Repú-
blica y de los jefes de la Administración Pública Fede-
ral en el Presupuesto de Egresos para el año de 2019.
Se trata, entonces, de un problema de carácter político
en el sentido más amplio del término, es decir, el esta-
blecimiento de una nueva política de remuneraciones
en un país pobre con altos sueldos de los altos funcio-
narios.

No obstante, la cuestión ha querido ser presentada co-
mo asunto técnico o jurídico. Las críticas a la ley vi-
gente se han expresado en la misma dirección.

Si se tratara del establecimiento de “parámetros”, en-
tonces se debe recurrir a los elementos que se toman
en cuenta en muchos países y en organismos interna-
cionales, así como en institutos y centros de estudios
económicos y de finanzas públicas: Producto Interno
Bruto per cápita (PIBpc) y Salario Mínimo General
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(SMG) son los parámetros más utilizados. Para esta-
blecer las variaciones entre un año y otro también se
analizan las que corresponden a dichos elementos.
Existe eventualmente un parámetro consistente en el
incremento o decremento relativo de la recaudación
fiscal, el cual merece ser incorporado como elemento
de anclaje porque reporta la parte propia del financia-
miento del gasto.

Mediante la aplicación de los principios contenidos en
los artículos 127 y 134 de la Carta Magna, la Cámara
de Diputados redujo el número de salarios mínimos
que conforman la remuneración presidencial para de-
jarlo en 35, desde los 88 que había llegado a tener du-
rante el sexenio inmediato anterior. Aun así, la actual
(PEF 2019) es una remuneración alta en términos
comparativos en América Latina porque en México
aún existe un salario mínimo demasiado bajo, uno de
los menores de la región.

Nota: Los datos no son totalmente comparables debido a la hete-

rogeneidad y periodicidad de los datos entre los distintos países.

En general el PIB corresponde a los datos de 2017 tomados del

Banco Mundial. Para México se tomó el PIB a 2018 para hacerlo

comparable con la reducción del sueldo del Presidente en ese año.

1/ Consultado en https://www.ig.com/au/forex/research/pay-

check#/salary-gdp

2/ Población 2017. Consultado en 

ht tps : / /data topics .worldbank.org/world-development-

indicators/themes/poeple.html

3/ Producto Interno -bruto Nominal 2017. Consultado en 

ht tps : / /data topics .worldbank.org/world-development-

indicators/themes/economy.html

4/ Con base en Información de Datasmacro.com y Banxico.

*/ Los datos corresponden al PIB a valores constantes al primer tri-

mestre de 2019.

Fuente: Elaborado por el CEFP, Tomados de Inegi y de transpa-

rencia de la función pública. Consultado en https://nominatranspa-

rente.rhnet.gob.mx/

- La aprobación del decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Re-
muneraciones de los Servidores Públicos, publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el 12 de
abril de 2019.

La aprobación del decreto de 2019 respondió a la ne-
cesidad de modificar algunos de los aspectos de la Ley
de Remuneraciones publicada en el Diario Oficial de
la Federación el día 5 de noviembre de 2018, pues, de-
bido a la larga omisión legislativa, la ley se encontra-
ba desactualizada en algunas referencias. Por este mo-
tivo, diversos grupos parlamentarios acordaron
presentar una reforma que subsanara las deficiencias,
mediante el decreto publicado el día 12 de abril de
2019. Esta reforma amplió el objeto de la ley, estable-
ció la facultad de interpretación a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, reprodujo la definición
constitucional de servidor público, aclaró los términos
de proporcionalidad e igualdad laboral, entre otros
cambios.

Luego de esta reforma, la Suprema Corte de Justicia
de la Nación invalidó partes normativas de la Ley de
Remuneraciones de los Servidores Públicos, específi-
camente, el artículo 6, párrafo primero, fracciones II,
III, y IV, incisos b) y c), así como párrafo último, y ar-
tículo 7, párrafo primero, fracciones I, inciso a), II y
IV, de la Ley Federal de Remuneraciones de los Servi-
dores Públicos, Reglamentaria de los artículos 75 y
127 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, con fundamento en los siguientes argu-
mentos:

• La Ley es inválida en la parte en que se regula la
determinación de la remuneración del Ejecutivo Fe-
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deral, ya que no se incluyeron criterios objetivos,
metodologías o procedimientos que no den lugar a
la discrecionalidad.

• La Ley es inválida en algunos preceptos normati-
vos, pues se omite desarrollar el texto constitucio-
nal en materia de remuneraciones de los servidores
públicos, pues, aunque lo menciona, no lo regla-
menta. Tal es el caso de los principios de propor-
cionalidad y adecuación de las remuneraciones,
irrenunciabilidad por el desempeño de la función,
empleo, cargo o comisión que se desempeñe, y las
cuatro excepciones a la regla general de no percibir
una remuneración mayor a la del superior jerárqui-
co.

• La Ley “omitió” armonizar el principio de divi-
sión de poderes con lo dispuesto en el artículo 127
de la Constitución.

En ese orden de ideas, con el propósito de satisfacer la
resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción y para el libre ejercicio de las facultades legisla-
tivas del Congreso, se somete la presente iniciativa de
nueva Ley de Remuneraciones de los Servidores Pú-
blicos.

8. La remuneración del Ejecutivo Federal

La Cámara de Diputados del Congreso ha coincidido
con el presidente Andrés Manuel López Obrador en
cuanto a enfatizar la importancia de la austeridad en el
Estado y de una justa medianía en las percepciones de
los servidores públicos. Ha señalado en diversas oca-
siones que no puede haber gobierno rico con pueblo
pobre.

En ese sentido, el Poder Legislativo se ha pronunciado
a favor de políticas de renovación de la vida pública de
México. Por ello, se acepta que la remuneración del pri-
mer mandatario obedezca a la realidad económica de
nuestro país. Para lograr este objetivo se propone que la
mecánica de fijación de la remuneración tome como re-
ferencia un indicador de desarrollo humano, como lo es
el PIB per cápita, por las siguientes razones:

- A través de este indicador económico se garantiza
que las remuneraciones de los servidores públicos
no sean excesivas en comparación con la situación
económica del país.

- Este indicador revela el nivel de bienestar. Su
determinación depende del cálculo del valor de la
producción y los servicios durante un ejercicio
fiscal entre el número total de la población mexi-
cana.

- Es un indicador cuyo monto se determina con ba-
se en el Producto Interno Bruto nacional entre la po-
blación total. En 2018, el monto del PIB per cápita

se ubicó en el lugar 71 de 182 países, con un valor
de 174 mil 552 pesos anuales. Lo cual revela el ba-
jo nivel de vida de los mexicanos y mexicanas.

-En 2015, la Organización para la Cooperación y
Desarrollo Económicos (OCDE), por medio de una
encuesta efectuada entre los países miembros de la
organización, reveló las altas remuneraciones de los
altos funcionarios mexicanos en comparación con
los funcionarios de otros países desarrollados como
Noruega, Países Bajos e Islandia, y del promedio de
la OCDE.

- Asimismo, según estudios compilados por el
CEFP, las remuneraciones relativas de los altos ser-
vidores públicos de la Administración Pública Fe-
deral se encontraban entre las más altas del mundo.

- En 2018, la remuneración del Presidente de la
República ascendió a 88 veces el SMG, frente al
28 del promedio de los países grandes América
Latina. En 2019, la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión fijó la remuneración presiden-
cial en 35 veces el SMG, es decir, menos de la mi-
tad del año previo.

- De lo anterior se desprende que era inaceptable
que mientras el SMG se reducía en términos reales,
la remuneración del Presidente de la República, de
los secretarios del Gabinete y demás altos funcio-
narios se mantuvieran siempre al alza. La cuestión
política se convirtió, al mismo tiempo, en una cues-
tión de carácter moral. La situación reinante en
otros poderes y en los organismos autónomos acu-
saba la misma tendencia o era peor.

- La decisión de la Cámara de Diputados del Con-
greso de aprobar sin modificaciones el nuevo tabu-
lador de remuneraciones de la Administración Pú-
blica Federal para el año de 2019, así como el
señalamiento de que ninguna percepción puede ser

Gaceta Parlamentaria Martes 26 de noviembre de 201944



mayor que la del Presidente como lo exige la Cons-
titución, fue la manera de cumplir un compromiso
de campaña electoral realizada por los candidatos
de la coalición más votada en las elecciones de
2019 y, por tanto, era una promesa que debía cum-
plirse sin anteponer los intereses personales de los
nuevos legisladores y de los funcionarios de la nue-
va administración. Uno de los propósitos directos
del sufragio universal es convertir la exigencia po-
pular en ley: así suele funcionar la democracia re-
presentativa.

- Las impugnaciones políticas y las presentadas en
sedes judiciales contra la nueva política de remune-
raciones no tomaron en cuenta el dictado democrá-
tico de la mayoría electoral, sino que se basaron y
se basan en un interés meramente personal que ca-
rece de apego a los principios republicanos de go-
bierno.

9. Nueva política de remuneraciones en el sector
público

Con el establecimiento de parámetros, criterios y defi-
niciones que permiten desarrollar los principios de
adecuación, irrenunciabilidad y proporcionalidad con
la responsabilidad se genera un sistema que delimita la
discrecionalidad de la Cámara de Diputados para la
determinación de las percepciones en el servicio pú-
blico, tal como lo ha ordenado la Suprema Corte de
Justicia de la Nación. 

Con la emisión de esta nueva Ley, el Poder Legislati-
vo de la Unión habrá refrendado la convicción mayo-
ritaria de que las remuneraciones en el sector público
no son una fuente de enriquecimiento sino una justa
retribución para quienes, manteniéndose en la media-
nía, laboran con el propósito de procurar bienestar pa-
ra la sociedad. Por lo que el ejercicio de la función pú-
blica demanda un grado importante de vocación y
compromiso.

No sobra recordar que hasta el nuevo gobierno, el Po-
der Legislativo había fijado la remuneración del Presi-
dente de la República y los altos servidores públicos
federales en forma discrecional. Durante muchos años,
la remuneración del Presidente de la República au-
mentaba constantemente, aunque el producto por habi-
tante disminuyera y aunque el salario mínimo tuviera
decrementos en términos reales. No existió nunca pa-

rámetro alguno para fijar la remuneración presidencial
y de los altos funcionarios. 

Pero no existía inconformidad con las determinacio-
nes de la Cámara porque las remuneraciones de los
altos servidores públicos eran cuantiosas. Tampoco
la exigencia de implantar “parámetros” surgió en el
año 2011, cuando el Senado aprobó el proyecto de
Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores
Públicos, ni durante los ocho años posteriores cuan-
do dicho proyecto fue congelado en la Cámara de Di-
putados. 

Las inconformidades se presentaron cuando la Cáma-
ra de Diputados aprobó una disminución de la remu-
neración del Presidente de la República y de los jefes
de la Administración Pública Federal En el Presupues-
to de Egresos para el ejercicio 2019. 

Es, con toda evidencia, un problema de carácter polí-
tico en el sentido más estricto del término. Se trata de
una lucha entre el sostenimiento del statu quo y la
transformación, el establecimiento de una nueva polí-
tica de remuneraciones en un país pobre con altos
sueldos de los altos funcionarios.

No obstante, la cuestión ha querido ser presentada co-
mo un asunto de carácter meramente técnico y las crí-
ticas a la ley en vigor se han expresado en la misma di-
rección.

Si del establecimiento de “parámetros” se trata, enton-
ces, se debe recurrir a los elementos que se toman en
cuenta en muchos países y en organismos internacio-
nales, así como en institutos y centros de estudios eco-
nómicos y de finanzas públicas. Producto Interno Bru-
to per cápita y salario mínimo general son los
parámetros más utilizados. Para establecer las varia-
ciones entre un año y otro también se analizan las que
corresponden a dichos elementos.

Por lo antes expuesto y considerando que el contenido
del proyecto que ahora se somete a la consideración de
la Cámara de Diputados no obligaría a la misma, de
ser aprobado, a modificar la actual política de remune-
raciones para restituir las anteriores y desproporciona-
das percepciones de las gozaban los altos servidores
públicos de la Federación, se presenta la presente ini-
ciativa con proyecto de
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Decreto

Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores
Públicos

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria de los ar-
tículos 75 y 127, así como, en lo conducente, del 74,
fracción IV, y del 126 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y tiene por objeto re-
gular las remuneraciones de los servidores públicos de
la Federación, sus entidades y dependencias, así como
de sus administraciones paraestatales, fideicomisos,
instituciones y organismos dotados de autonomía, em-
presas productivas del Estado y cualquier otro ente pú-
blico federal.

La interpretación de esta Ley, para efectos administra-
tivos, está a cargo de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público y de la Secretaría de la Función Pública,
en el ámbito de sus respectivas atribuciones.

Artículo 2. Para los efectos del presente ordenamien-
to, se considera servidor público toda persona que des-
empeña un empleo, cargo o comisión de cualquier
naturaleza en los entes públicos en el ámbito federal,
conforme a lo dispuesto en el artículo 108 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, in-
cluyendo a las instituciones dotadas de autonomía y
las empresas productivas del Estado.

No se cubrirán con cargo a recursos federales remune-
raciones a personas distintas a los servidores públicos
federales, salvo los casos previstos expresamente en
ley o en el Presupuesto de Egresos de la Federación.

Artículo 3. Todo servidor público debe recibir una re-
muneración adecuada e irrenunciable por el desempe-
ño de su función, empleo, cargo o comisión, que sea
proporcional a sus responsabilidades.

No podrá cubrirse ninguna remuneración mediante el
ejercicio de partidas cuyo objeto sea diferente en el
presupuesto correspondiente.

Artículo 4. En todo caso, la remuneración se sujeta a
los principios rectores siguientes:

I. Anualidad: La remuneración es determinada para
cada ejercicio fiscal y los sueldos y salarios no se
disminuyen durante el mismo;

II. Equidad: Las diferencias entre las remuneracio-
nes totales netas máxima y mínima dentro de cada
grado o grupo no podrán ser mayores de lo dis-
puesto en el artículo 14.

III. Proporcionalidad: A mayor responsabilidad co-
rresponde una mayor remuneración, con base en los
tabuladores presupuestales y en los manuales de
percepciones que correspondan, dentro de los lími-
tes y reglas constitucionales;

IV. Reconocimiento del desempeño: La remunera-
ción reconoce el cumplimiento eficaz de las obliga-
ciones inherentes al puesto y el logro de resultados
sobresalientes;

V. Fiscalización: Las remuneraciones son sujetas a
vigilancia, control y revisión por las autoridades
competentes;

VI. Legalidad: La remuneración es irrenunciable y
se ajusta estrictamente a las disposiciones de la
Constitución, esta Ley, el Presupuesto de Egresos
de la Federación, los tabuladores y el manual de re-
muneraciones correspondiente;

VII. No discriminación: La remuneración de los
servidores públicos se determina sin distinción mo-
tivada por el origen étnico o nacional, el género, la
edad, las discapacidades, la condición social, las
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier
otra que atente contra la dignidad humana;

VIII. Transparencia y rendición de cuentas: La re-
muneración es pública y toda autoridad está obliga-
da a informar y a rendir cuentas con veracidad y
oportunidad, privilegiando el principio de máxima
publicidad, conforme a la ley.

Artículo 5. Se considera remuneración o retribución
toda percepción en efectivo o en especie, incluyendo
dietas, aguinaldos, gratificaciones, premios, recom-
pensas, bonos, estímulos, comisiones, compensacio-
nes y cualquier otra, con excepción de los apoyos y
gastos sujetos a comprobación que sean propios del
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desarrollo del trabajo y los gastos de viaje en activida-
des oficiales.

Artículo 6. Para efectos de lo dispuesto en el artículo
anterior, se consideran:

I. Gasto sujeto a comprobación: Es la erogación
autorizada para desempeñar actividades oficiales
que es susceptible de comprobación y cuya realiza-
ción debe estar amparada por documentos válidos
expedidos legalmente por los correspondientes
prestadores de servicios y proveedores;

II. Gastos propios del desarrollo del trabajo:
Son aquellos que se realizan en el cumplimiento
de funciones oficiales reglamentadas y autoriza-
das. Incluyen los inherentes al funcionamiento de
residencias asignadas para el desempeño del car-
go, sedes y oficinas, instalaciones, transportes, así
como uniformes, alimentación, seguridad, protec-
ción civil, equipamientos y demás enseres necesa-
rios. Se excluyen los gastos prohibidos en la Ley
de Austeridad Republicana y el vestuario perso-
nal;

III. Viaje en actividades oficiales: El traslado físi-
co de un servidor público a un lugar distinto a su
centro habitual de trabajo, en términos de la norma-
tividad aplicable, para llevar a cabo el ejercicio de
sus atribuciones, funciones y deberes;

IV. Gastos de viaje: Son aquellos que se realizan
en y para el desempeño de funciones oficiales co-
rrespondientes al puesto, cargo o comisión desem-
peñado y que se destinan al traslado, hospedaje, ali-
mentación, transporte, uso o goce temporal de
automóviles, telefonía, servicios de internet, uso de
áreas y materiales de trabajo, copiado, papelería y,
en general, todos aquellos necesarios para el cum-
plimiento de la actividad oficial del servidor públi-
co que utiliza viático.

Estos gastos están prohibidos para personas ajenas
al servicio público y para actividades ajenas al des-
empeño de funciones oficiales o no autorizadas, ex-
cepto para el cambio de residencia de los familiares
del servidor público. Tales gastos se ejercen con ba-
se en las normas debidamente aprobadas por los su-
jetos ejecutores;

V. Compensaciones: Percepciones ordinarias com-
plementarias al sueldo base tabular, que se cubren a
los servidores públicos y que se integran a sus suel-
dos y salarios. No forman parte de la base de cálcu-
lo para determinar las prestaciones básicas, así co-
mo las cuotas y aportaciones de seguridad social,
salvo aquéllas que en forma expresa determinan las
disposiciones aplicables; sin embargo, sí forman
parte de la remuneración para efectos de esta Ley;

VI. Sueldos y salarios: Los importes que se deban
cubrir a los servidores públicos por concepto de
sueldo base tabular y, en su caso, compensaciones
por los servicios prestados a la dependencia o enti-
dad de que se trate, conforme al contrato o nombra-
miento respectivo;

VII. Aguinaldo: Prestación laboral que se paga
anualmente a los servidores públicos, en términos
de la legislación laboral;

VIII. Gratificación: Prestación anual que se paga a
los servidores públicos, de conformidad con la ley,
el contrato colectivo, el contrato ley, las condicio-
nes generales de trabajo u otra normatividad aplica-
ble, en forma adicional al aguinaldo dispuesto por
la legislación laboral. Puede ser pagada o no bajo la
denominación de aguinaldo;

IX. Dieta: Es la percepción económica que reciben
las y los diputados y senadores en ejercicio por su
desempeño como tales;

X. Premios, recompensas, bonos o estímulos: Los
ingresos que se otorgan de manera excepcional a los
servidores públicos, condicionados al cumplimien-
to de compromisos de resultados sujetos a evalua-
ción, en los términos de las disposiciones aplica-
bles, y

XI. Percepción en especie: El otorgamiento de una
retribución mediante un bien, un servicio o cual-
quier otro beneficio físico a favor del servidor pú-
blico sujeto a remuneración con un medio de pago
distinto a la moneda de curso legal, sea nacional o
extranjera.

Artículo 7. No forman parte de la remuneración los
recursos que perciban los servidores públicos, en tér-
minos de ley, decreto legislativo, contrato colectivo o
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condiciones generales de trabajo, relacionados con ju-
bilaciones, pensiones o haberes de retiro, liquidacio-
nes por servicios prestados, préstamos o créditos, ni
los servicios de seguridad que requieran los servidores
públicos por razón del cargo desempeñado.

Artículo 8. Los servidores públicos estarán obligados
a reportar a la unidad administrativa responsable de
efectuar el pago de las remuneraciones, dentro de los
siguientes 30 días naturales, cualquier pago en dema-
sía o por un concepto de remuneración que no les co-
rresponda según las disposiciones vigentes. La unidad
administrativa responsable deberá dar vista al órgano
interno de control que corresponda a su adscripción.

Se exceptúa de esta obligación al personal de base y
supernumerario de las entidades públicas que no tenga
puesto de mando medio o superior, así como al perso-
nal de tropa y clases de las fuerzas armadas.

Capítulo II
De la determinación de las remuneraciones

Artículo 9. Ningún servidor público obligado por la
presente ley recibirá una remuneración o retribución
por el desempeño de su función, empleo, cargo o co-
misión mayor a la establecida para el Presidente de la
República en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción, en términos de lo dispuesto por esta Ley.

Artículo 10. Son instrumentos para el cálculo de las
remuneraciones, conforme a los factores y procedi-
mientos que dispone esta Ley, los siguientes:

I. Producto Interno Bruto per cápita: El resultado
de dividir el monto del Producto Interno Bruto, cal-
culado por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía para el periodo que corresponda, entre el
índice poblacional, calculado por el Consejo Nacio-
nal de Población, vigente para el mismo periodo;

II. Producto Interno Bruto per cápita de referen-
cia: El equivalente al promedio del Producto Inter-
no Bruto per cápita de los tres años anteriores al del
ejercicio presupuestal correspondiente, a precios
constantes, con cierre al mes de octubre del año de
presupuestación;

III. Límite máximo de referencia: Parámetro
que se obtiene durante el proceso de presupuesta-

ción realizado el año en que el Presidente de la
República inicia su encargo, conforme a lo si-
guiente:

i. El resultado del cálculo dispuesto en el inciso
a) del artículo 11 de la presente ley se divide
entre el monto del salario mínimo general vi-
gente anualizado.

ii. El resultado de la operación anterior se re-
dondea y se expresa en número de veces el sala-
rio mínimo general vigente al momento de la
aplicación del parámetro.

iii. Una vez obtenido, dicho parámetro se man-
tiene fijo durante todo el encargo del mandata-
rio, para efecto de la determinación de su remu-
neración total anual.

IV. Límite mínimo de referencia: Parámetro que
se obtiene durante el proceso de presupuestación re-
alizado el año en que el Presidente de la República
inicie su encargo, al dividir el resultado del cálculo
dispuesto en el inciso b) del artículo 11 entre el
monto del salario mínimo general vigente anualiza-
do en número entero. Una vez obtenido, dicho pa-
rámetro se mantiene fijo durante todo el encargo del
mandatario.

Artículo 11. La determinación de la remuneración to-
tal anual correspondiente al Presidente de la Repúbli-
ca es adecuada cuando cumple con los siguientes pa-
rámetros, en forma simultánea:

a) Su monto no excede al equivalente de multiplicar
el Producto Interno Bruto per cápita de referen-
cia por el número de grupos jerárquicos definidos en
el manual de percepciones de la Administración Pú-
blica Federal adicionando el nivel de Presidente de
la República.

b) Su monto no es menor al equivalente de dedu-
cir al parámetro que resulte del inciso anterior el
monto del Producto Interno Bruto per cápita de re-
ferencia multiplicado por dos.

c) Su monto no excede al Límite máximo de refe-
rencia, actualizado para el año del ejercicio presu-
puestal correspondiente.
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d) Su monto no es menor al Límite mínimo de re-
ferencia, actualizado para el año del ejercicio pre-
supuestal correspondiente.

Artículo 12. La remuneración del Presidente de la Re-
pública se determina en el Presupuesto de Egresos de
la Federación conforme a todos los parámetros señala-
dos en el artículo 11 de esta Ley. Además:

a) En el proyecto de presupuesto enviado por el Eje-
cutivo a la Cámara de Diputados se expresarán los
motivos por los cuales se propone un determinado
monto como remuneración del Presidente de la Re-
pública, acompañados, si los hubiera, de los estu-
dios realizados.

b) Luego del turno del proyecto, la comisión dicta-
minadora convocará a audiencias públicas sobre el
tema, a las cuales no serán invitados servidores pú-
blicos por considerárseles personalmente interesa-
dos en el tema, quienes, sin embargo, podrán enviar
a la comisión dictaminadora, por escrito, libremen-
te y a título personal, sus comentarios, críticas y
propuestas.

c) La comisión dictaminadora llevará a cabo al me-
nos una reunión pública para discutir exclusiva-
mente el tema de la remuneración del Presidente de
la República.

d) En la reunión señalada en el inciso precedente, la
comisión dictaminadora analizará la opinión que so-
bre remuneraciones de servidores públicos hubiera
remitido la dependencia técnica de la Cámara de Di-
putados señalada en el artículo 24 de la presente ley.

e) El dictamen sobre el Proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación que presente la comisión
dictaminadora al Pleno de la Cámara contendrá los
fundamentos de la propuesta de remuneración que
corresponda al Presidente de la República.

Artículo 13. La variación de la remuneración total
anual correspondiente al Presidente de la República
respecto de la determinada en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación del ejercicio precedente, cumple
en forma simultánea con los siguientes parámetros:

a) No excede el doble del índice inflacionario acu-
mulado al mes de octubre del año de aprobación

del presupuesto. En el caso de que se hubiera pro-
ducido una deflación monetaria, la variación no po-
drá ser mayor que un dos por ciento.

b) No excede en más de dos puntos porcentuales al
incremento real acumulado del Producto Interno
Bruto durante los primeros diez meses del año de
aprobación del Presupuesto.

c) No excede en más de dos puntos porcentuales el
incremento en términos reales de los ingresos por
recaudación que se calculen para el año de vigen-
cia del Presupuesto en la Ley de Ingresos del mis-
mo año.

Artículo 14. Con apego a los límites establecidos en el
artículo 127 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, regulados en la presente Ley, la re-
muneración total anual correspondiente a los servido-
res públicos de mando y enlace, incluyendo a los titu-
lares y jefes de poderes, entidades, dependencias,
organismos, órganos y empresas a los que se refiere el
primer párrafo del mismo precepto constitucional, se
considera adecuada y proporcional a la responsabili-
dad en la función desempeñada bajo los siguientes pa-
rámetros:

I. El monto determinado para la autoridad de máxi-
ma jerarquía del poder, entidad, organismo, órgano
y empresa de que se trate, no excede el monto fija-
do para el Presidente de la República, y

II. El monto determinado para los servidores pú-
blicos de la Administración Pública Federal de
un nivel inferior al del Presidente de la Repúbli-
ca: 

a) No es menor del equivalente al setenta y
tres por ciento del monto fijado para el grupo
jerárquico superior;

b) Podrá ser superior hasta en un equivalen-
te al treinta y cinco por ciento respecto del
monto que resulte del inciso anterior.

Artículo 15. Un servidor público sólo puede tener una
remuneración igual o mayor que su superior jerárqui-
co cuando hubiere cualquiera de las siguientes situa-
ciones:
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I. Desempeñe varios puestos, siempre que el servi-
dor público cuente con el dictamen de compatibili-
dad correspondiente con antelación al desempeño
del segundo o subsecuentes puestos, ya sean fede-
rales o locales;

II. Lo permita expresamente el contrato colectivo o
las condiciones generales de trabajo;

III. Desempeñe un trabajo técnico calificado, consi-
derado así cuando éste exija una preparación, for-
mación y conocimiento resultado de los avances de
la ciencia o la tecnología o porque corresponde en
lo específico a determinadas herramientas tecnoló-
gicas, instrumentos, técnicas o aptitud física y re-
quiere para su ejecución o realización de una certi-
ficación, habilitación o aptitud jurídica otorgada por
un ente calificado, institución técnica, profesional o
autoridad competente;

IV. Desempeñe un trabajo de alta especialización,
determinado así cuando el ordenamiento jurídico
exige una experiencia determinada para el des-
empeño de las funciones conferidas, la acredita-
ción de competencias o de capacidades específicas
o el cumplimiento de un determinado perfil y, cuan-
do corresponda, el satisfacer evaluaciones dentro de
un procedimiento de selección o promoción en el
marco de un sistema de carrera establecido por ley.

Observando los criterios dispuestos en las fraccio-
nes III y IV anteriores, las normas de carácter ge-
neral a que se refiere el artículo 20 de esta ley dis-
pondrán los listados de trabajos técnicos
calificados y de trabajos de alta especialización, así
como los términos y condiciones de valuación de los
puestos respectivos que podrán acceder a una re-
muneración mayor a la del puesto superior jerár-
quico.

De conformidad con la fracción III del artículo 127 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, bajo las anteriores excepciones, la remunera-
ción o, en su caso, la suma de las remuneraciones no
excede la mitad de la remuneración establecida para el
Presidente de la República en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación.

En ningún caso se autoriza una remuneración con
efectos retroactivos a una fecha anterior a la del

inicio efectivo del desempeño de la función, empleo,
cargo o comisión, salvo resolución jurisdiccional.

Las contribuciones causadas por concepto de las
remuneraciones a cargo de los servidores públicos
se retienen y enteran a las autoridades fiscales res-
pectivas de conformidad con la legislación aplica-
ble.

Artículo 16. Las unidades de administración de los ór-
ganos públicos a que se refiere el artículo 2 de esta Ley
dictaminan la compatibilidad entre funciones, emple-
os, cargos o comisiones conforme a lo siguiente:

a) Toda persona, previo a su contratación en un en-
te público, manifestará por escrito y bajo protesta
de decir verdad que no recibe remuneración alguna
por parte de otro ente público. Si la recibe, formu-
lará solicitud de compatibilidad en la que señalará
la función, empleo, cargo o comisión que pretende
le sea conferido, así como la que desempeña en
otros entes públicos, las remuneraciones que perci-
be y las jornadas laborales.

La solicitud de compatibilidad observará las deter-
minaciones generales de la Secretaría de la Función
Pública, conforme lo dispuesto por la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

La compatibilidad se determina incluso cuando in-
volucra la formalización de un contrato por honora-
rios para la realización de actividades y funciones
equivalentes a las que desempeñe el personal con-
tratado en plazas presupuestarias, o cuando la per-
sona por contratar lo ha formalizado previamente
en diverso ente público;

b) Dictaminada la incompatibilidad, el servidor pú-
blico opta por el puesto que convenga a sus intere-
ses, y

c) El dictamen de compatibilidad de puestos es da-
do a conocer al área de administración del ente pú-
blico en que el interesado presta servicios, para los
efectos a que haya lugar.

d) La falta de dictamen se subsana mediante el
mismo procedimiento descrito, incluyendo la ne-
cesidad de optar por uno u otro cargo cuando se
determina la incompatibilidad.
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Cuando se acredita que un servidor público declaró
con falsedad respecto de la información requerida pa-
ra obtener un dictamen de compatibilidad favorable a
sus intereses, queda sin efectos el nombramiento o
vínculo laboral conforme a las disposiciones aplica-
bles. Lo anterior, sin perjuicio de las acciones legales
correspondientes.

Artículo 17. En ningún caso se cubre una remunera-
ción con efectos retroactivos a la fecha de su autoriza-
ción, salvo resolución jurisdiccional.

Artículo 18. Las contribuciones causadas por concep-
to de las remuneraciones a cargo de los servidores pú-
blicos se retienen y enteran a las autoridades fiscales
respectivas de conformidad con la legislación aplica-
ble y no son cubiertas por cuenta de los órganos públi-
cos en calidad de prestación, percepción extraordina-
ria u otro concepto.

Artículo 19. Los servidores públicos cuyas relacio-
nes de trabajo se rigen de conformidad con condi-
ciones generales de trabajo o contrato colectivo, se
ajustan a lo dispuesto por la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado y en la Ley Fe-
deral del Trabajo, según corresponda.

Capítulo III
De la presupuestación de las remuneraciones

Artículo 20. La determinación de las remuneraciones
a que se refiere esta Ley se realiza bajo los límites y
parámetros dispuestos en la misma, mediante un siste-
ma de valuación de puestos, expresado como una me-
todología que confiera valores por grupo y grado, de
conformidad con las funciones que se desempeñan en
cada puesto, el grado de responsabilidad que entrañan
y la demás informaciones y características que deter-
mine mediante normas de carácter general la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público en coordinación con
la Secretaría de la Función Pública.

Para tales efectos, la metodología considera una orga-
nización conforme a 9 grupos jerárquicos, que podrán
subdividirse en grados para efecto de mejorar la pro-
porcionalidad entre la remuneración y la responsabili-
dad de la función desempeñada. El décimo nivel co-
rresponde al Presidente de la República.

Artículo 21. La remuneración de los servidores públi-
cos se determina anualmente en el Presupuesto de
Egresos de la Federación o, para los entes públicos fe-
derales que no ejercen recursos aprobados en éste, en
el presupuesto que corresponda conforme a la ley apli-
cable, los que contendrán:

I. Los tabuladores de remuneraciones mensuales,
conforme a lo siguiente:

a) Los límites mínimos y máximos de percep-
ciones ordinarias netas mensuales para los servi-
dores públicos, las cuales incluyen la suma de la
totalidad de pagos fijos, en efectivo y en espe-
cie, comprendiendo los conceptos que a conti-
nuación se señalan con sus respectivos montos,
una vez realizada la retención de contribuciones:

i. Los montos que correspondan al sueldo base
y a las compensaciones; y

ii. Los montos correspondientes a las prestacio-
nes.

Los montos así presentados no consideran los
incrementos salariales que se autoricen durante
el ejercicio de conformidad con el mismo Pre-
supuesto de Egresos, las condiciones generales
de trabajo, el contrato colectivo correspondien-
te o las situaciones extraordinarias señaladas en
la presente ley. 

b) Los límites mínimos y máximos de percep-
ciones extraordinarias netas que perciban los
servidores públicos que, conforme a las disposi-
ciones aplicables, tengan derecho a percibirlas.

II. La remuneración total anual del Presidente de la
República para el ejercicio fiscal correspondiente,
desglosada por cada concepto que comprenda;

III. La remuneración total anual de los titulares de
los entes públicos que a continuación se indican y
los tabuladores correspondientes a las percepciones
ordinarias y extraordinarias de los servidores públi-
cos de éstos, conforme a lo dispuesto en la fracción
I de este artículo:

a) Cámara de Senadores;
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b) Cámara de Diputados;

c) Auditoría Superior de la Federación;

d) Suprema Corte de Justicia de la Nación;

e) Consejo de la Judicatura Federal;

f) Banco de México;

g) Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración;

h) Tribunales administrativos de la Federación;

i) Instituto Nacional Electoral;

j) Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos;

k) Instituto Nacional de Estadística y Geografía;

l) Comisión Federal de Competencia Económi-
ca;

m) Instituto Federal de Telecomunicaciones;

n) Instituto Nacional para la Evaluación de la
Educación;

o) Comisión Nacional de Evaluación de la Polí-
tica de Desarrollo Social;

p) Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a
la Información y Protección de Datos Persona-
les;

q) Fiscalía General de la República;

r) Organismos de la administración pública pa-
raestatal;

s) Instituciones de educación superior de la fe-
deración, de carácter autónomo;

t) Empresas Productivas del Estado;

u) Órganos Reguladores Coordinados en Mate-
ria Energética,

v) Cualquier otro ente público de carácter fede-
ral paraestatal, autónomo o independiente de los
poderes de la Unión.

Para la determinación de la remuneración de los
servidores públicos indicados en esta fracción, sin
perjuicio de la naturaleza y atribuciones que corres-
pondan a los entes públicos respectivos, a falta de
superior jerárquico, se considerará como equivalen-
te al Presidente de la República, y

IV. La remuneración total anual de los titulares de
las instituciones financieras del Estado y de los fi-
decomisos públicos o afectos al Presupuesto de
Egresos de la Federación, y los tabuladores corres-
pondientes a las percepciones ordinarias y extraor-
dinarias de los servidores públicos de tales ejecuto-
res de gasto, conforme a lo dispuesto en la fracción
I de este artículo.

Artículo 22. En la definición de las remuneraciones
siempre debe existir una política de perspectiva de gé-
nero, igualdad y no discriminación, a fin de que, en las
mismas condiciones, las percepciones sean las mismas
para mujeres y hombres.

Artículo 23. Bajo situaciones económicas extraordi-
narias, podrá determinarse una variación de la remu-
neración mayor a los límites dispuestos en la presen-
te Ley. En este caso, la Cámara de Diputados deberá
aprobar el incremento de urgencia en las remuneracio-
nes de todos los servidores públicos de la Federación.
Dicha variación no podrá ser porcentualmente mayor
que el ajuste simultáneo al salario mínimo general.

Artículo 24. El órgano técnico de la Cámara de Di-
putados especializado en finanzas públicas será res-
ponsable de emitir una opinión anual sobre los montos
mínimos y máximos de las remuneraciones de los ser-
vidores públicos, y sobre los trabajos técnicos califica-
dos o por especialización en su función a que hace re-
ferencia el artículo 127 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Para la elaboración de la opinión referida en el párra-
fo anterior, dicho órgano técnico solicitará y tomará
en cuenta las consideraciones y propuestas que al efec-
to emitan por lo menos tres instituciones académicas
de educación superior a nivel nacional o centros de in-
vestigación nacionales de reconocido prestigio.
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Dicha opinión será remitida a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, dentro de los quince días
posteriores al que la Cámara de Diputados haya reci-
bido del Ejecutivo Federal la iniciativa de Ley de In-
gresos y el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación.

Artículo 25. Durante el procedimiento de programa-
ción y presupuestación establecido en el Capítulo I del
Título Segundo de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, los poderes federales
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los entes
con autonomía o independencia reconocida por la
Constitución, deberán incluir dentro de sus proyectos
de presupuesto los tabuladores de las remuneraciones
que se propone perciban los servidores públicos que
prestan sus servicios en cada ejecutor de gasto.

Artículo 26. El manual de remuneraciones de los ser-
vidores públicos que emiten la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público y la Secretaría de la Función Públi-
ca, en el ámbito de sus respectivas competencias, así
como los Poderes Legislativo y Judicial y los entes au-
tónomos, por conducto de sus respectivas unidades de
administración u órganos de gobierno, se apegarán es-
trictamente a lo aprobado en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación.

Las reglas establecidas en los manuales a que se refie-
re el párrafo anterior, así como los tabuladores conte-
nidos en los proyectos de presupuesto de cada ente, se
apegarán estrictamente a las disposiciones de la pre-
sente Ley.

Artículo 27. Las remuneraciones y sus tabuladores
son públicos, por lo que no pueden clasificarse como
información reservada o confidencial, y especifican la
totalidad de los elementos fijos y variables, tanto en
efectivo como en especie.

Para los efectos del párrafo anterior, los ejecutores de
gasto público federal y demás entes públicos federales
publicarán en sus respectivas páginas de Internet, de
manera permanente, las remuneraciones y sus tabula-
dores.

Las contribuciones que generan las remuneraciones se
desglosan en los tabuladores a efecto de permitir el
cálculo de la cantidad neta que conforma la percep-
ción.

Capítulo IV
De las percepciones por retiro y otras prestaciones

Artículo 28. No se concederán ni cubrirán jubilacio-
nes, pensiones, haberes de retiro o pagos de semejante
naturaleza por servicios prestados en el desempeño de
la función pública sin que éstas se encuentren asigna-
das por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o
condiciones generales de trabajo. En consecuencia,
son nulas de pleno derecho las jubilaciones o pen-
siones, los haberes de retiro o pagos semejantes que
se hubieren concedido sin estar explícitamente es-
tablecidas en los instrumentos jurídicos señalados.

Artículo 29. El Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción deberá establecer, en su caso, y bajo las mismas
bases señaladas en el artículo 21 de esta Ley respecto
a las remuneraciones y sus tabuladores, en lo que re-
sulte aplicable, las jubilaciones, pensiones, compensa-
ciones, haberes y demás prestaciones por retiro, dis-
tintas a las contenidas en las leyes de seguridad social,
otorgadas, a quienes han desempeñado cargos en el
servicio público o a quienes en términos de las dispo-
siciones aplicables sean beneficiarios. Lo mismo es
aplicable a todo ente público no sujeto a control pre-
supuestal directo.

Las jubilaciones, pensiones, compensaciones como
haberes y demás prestaciones por retiro, a que se re-
fieren el párrafo anterior, deberán ser reportadas en el
Informe sobre la situación de las finanzas públicas y la
deuda pública, así como en la Cuenta Pública.

Artículo 30. Las liquidaciones al término de la rela-
ción de trabajo en el servicio público sólo serán las
que establezca la ley o decreto legislativo, el contrato
colectivo de trabajo o las condiciones generales de tra-
bajo y no podrán concederse por el solo acuerdo de los
titulares de los entes públicos ni de sus órganos de go-
bierno. Los servidores públicos de elección popular no
tienen derecho a liquidación o compensación alguna
por el término de su mandato.

Tampoco tendrán derecho a liquidación o compensa-
ción por el término de su periodo, renuncia, remoción
o separación los secretarios y subsecretarios de Esta-
do, directores de organismos descentralizados y de
empresas productivas del Estado, titulares de organis-
mos u órganos autónomos, estén o no incorporados al
Presupuesto, así como ministros de la Suprema Corte
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de Justicia de la Nación, magistrados del Tribunal
Electoral de Poder Judicial de la Federación e inte-
grantes del Consejo de la Judicatura Federal.

Los recursos efectivamente erogados por los concep-
tos definidos en este artículo se harán públicos con ex-
preso señalamiento de las disposiciones legales, con-
tractuales o laborales que les dan fundamento.

Artículo 31 Los créditos y préstamos sólo podrán con-
cederse cuando una ley o decreto, contrato colectivo o
condiciones generales de trabajo así lo permiten. Los
recursos erogados por estos conceptos se informan en
la Cuenta Pública, haciendo expreso señalamiento de
las disposiciones legales, contractuales o laborales que
les dan fundamento.

Los conceptos descritos en el párrafo precedente no se
hacen extensivos a favor de los servidores públicos
que ocupen puestos de los niveles de mando medio o
superior o sus equivalentes a los de la Administración
Pública Federal, salvo en los casos en que así lo dis-
pone expresamente la legislación de seguridad social y
laboral aplicable.

Las remuneraciones, incluyendo prestaciones o bene-
ficios económicos, establecidas en contratos colecti-
vos de trabajo, contratos ley o condiciones generales
de trabajo que por mandato de la ley que regula la re-
lación jurídico laboral se otorgan a los servidores pú-
blicos que ocupan puestos de los niveles descritos en
el párrafo anterior se fijan en un capítulo específico
de dichos instrumentos y se incluyen en los tabula-
dores respectivos. Tales remuneraciones sólo se man-
tienen en la medida en que la remuneración total del
servidor público no excede los límites máximos pre-
vistos en la Constitución y el Presupuesto de Egre-
sos.

Capítulo V
Del control, las responsabilidades y las sanciones

Artículo 32. Cualquier persona puede formular de-
nuncia ante el sistema de denuncias públicas de faltas
administrativas y hechos de corrupción o ante el órga-
no de control interno de los entes definidos por el artí-
culo 2 de esta Ley respecto de las conductas de los ser-
vidores públicos que sean consideradas contrarias a las
disposiciones contenidas en la misma, para el efecto
de que se inicie el procedimiento de responsabilidad

correspondiente, en términos de lo dispuesto por la
Ley General de Responsabilidades Administrativas.

Cuando la denuncia se refiera a servidores públicos de
las dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal, puede presentarse también ante la Se-
cretaría de la Función Pública.

Cuando la denuncia se refiera a alguno de los servido-
res públicos definidos en el artículo 110 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, po-
drá presentarse también ante la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión para efecto de iniciar el pro-
cedimiento del juicio político.

Artículo 33. Cuando los órganos a que se refieren los
párrafos primero y segundo del artículo anterior ad-
vierten la ejecución de una conducta contraria a esta
Ley dan inicio inmediato a la investigación o al proce-
dimiento correspondiente.

Artículo 34. La Auditoría Superior de la Federación,
ejercerá las atribuciones que le confiere la Ley de Fis-
calización y Rendición de Cuentas de la Federación,
para procurar el cumplimiento de las disposiciones
contenidas en esta Ley y sancionar su infracción, por lo
que es competente para investigar y substanciar el pro-
cedimiento por las faltas administrativas graves por ac-
tos u omisiones derivadas de la aplicación de esta Ley.

En caso de que la Auditoría Superior detecte posibles
faltas administrativas no graves por actos u omisiones
derivadas de la aplicación de esta Ley, dará cuenta de
ello a los Órganos internos de control, según corres-
ponda, para que éstos continúen la investigación res-
pectiva y promuevan las acciones que procedan.

En los casos de presunta comisión de delitos, la Audi-
toría Superior presentará las denuncias correspondien-
tes ante el Ministerio Público competente.

Artículo 35. La investigación, tramitación, sustancia-
ción y resolución de los procedimientos no penales
que se siguen de oficio o derivan de denuncias, así co-
mo la aplicación de las sanciones que corresponden, se
desarrollarán de conformidad con la Ley General de
Responsabilidades Administrativas.

Artículo 36. Si el beneficio obtenido u otorgado en
contradicción con las disposiciones de esta Ley no ex-
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cede del equivalente de mil veces el valor de la Uni-
dad de Medida y Actualización, se impondrá destitu-
ción e inhabilitación de seis meses a cuatro años para
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.
Y si excede del equivalente a la cantidad antes señala-
da se impondrá destitución e inhabilitación de cuatro a
catorce años.

Siempre procederá el resarcimiento del daño o perjui-
cio causado a la Hacienda Pública Federal, aplicado de
conformidad con las disposiciones conducentes en ca-
da caso.

La omisión a que se refiere el artículo 8 de esta Ley
se considera falta administrativa grave, para efectos de
lo dispuesto en la Ley General de Responsabilidades
Administrativas y se sancionará en términos de lo dis-
puesto por este artículo.

Cuando la falta se produce de manera culposa o negli-
gente, no hay reincidencia y el monto del pago indebi-
do mensual no excede de cien veces el valor diario de
la Unidad de Medida y Actualización, la falta admi-
nistrativa es considerada no grave. En tal caso, si el
daño producido a la Hacienda Pública es resarcido, la
autoridad resolutora puede abstenerse de imponer la
sanción correspondiente.

Las sanciones administrativas se impondrán indepen-
dientemente de aquéllas civiles o penales a que haya
lugar.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se exceptúa de la aplicación del artículo 9
de la presente Ley a los servidores públicos aludidos
en el Artículo Tercero Transitorio del Decreto por el
que se reforman y adicionan los artículos 75, 115, 116,
122, 123 y 127 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 24 de agosto de 2009, que se en-
cuentren en funciones a la entrada en vigor del pre-
sente decreto y hasta la conclusión de su respectivo
periodo.

Tercero. Al momento de la entrada en vigor de la pre-

sente Ley quedan sin efectos todas las disposiciones
contrarias a la misma.

Cuarto. Se abroga la Ley Federal de Remuneraciones
de los Servidores Públicos, Reglamentaria de los artí-
culos 75 y 127 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 5 de noviembre de 2018.

Notas

1 Robles, Héctor y Pérez, Mónica, “Panorama Educativo de Méxi-

co. Indicadores del Sistema Educativo Nacional 2018. Educación

Básica y Media Superior”, Instituto Nacional para la Evaluación

de la Educación, México, 2019, p. 166.

2 CEFP, Opinión que emite el Centro de Estudios de las Finanzas

Públicas (CEFP) de la Cámara de Diputados sobre los montos mí-

nimos y máximos de las remuneraciones de los servidores públi-

cos, y sobre los trabajos técnicos calificados o por especialización

en su función a que hace referencia el Artículo 127 Constitucional,

Cámara de Diputados, Cámara de Diputados, México, septiembre

de 2019, p. 39.

3 Ibídem, p.17

4 Ibídem, p. 11.

5 Ídem.

6 Ibídem, p. 39.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 26 de noviembre de 2019.

Diputado Pablo Gómez Álvarez (rúbrica)
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